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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

317 DE 2022 CÁMARA

por el cual se dictan disposiciones para garantizar el 
acceso universal y obligatorio, en todo el territorio 

nacional, al programa madre canguro, en beneficio de 
neonatos prematuros y/o de bajo peso al nacer.

Bogotá, D. C., 30 de marzo de 2023
Honorable Representante
HUGO ALFONSO ARCHILA SUÁREZ
Vicepresidente Comisión Séptima Constitucional
Cámara de Representantes 
E. S. D.
Ref.: Informe de Ponencia para primer debate al 

Proyecto de ley 317 de 2022 Cámara, por el cual se 
dictan disposiciones para garantizar el acceso universal 
y obligatorio, en todo el territorio nacional, al programa 
madre canguro, en beneficio de neonatos prematuros y/o 
de bajo peso al nacer.

Respetado Señor Vicepresidente:
En cumplimiento del encargo hecho por la Honorable 

Mesa Directiva de la Comisión Séptima Constitucional 
de la Cámara de Representantes del Congreso de la 
República y de conformidad con lo establecido en el 
artículo 156 de la Ley 5ª de 1992, nos permitimos rendir 
Informe de ponencia para primer debate al Proyecto de 
ley número 317 de 2022 Cámara, por el cual se dictan 
disposiciones para garantizar el acceso universal y 
obligatorio, en todo el territorio nacional, al programa 
madre canguro, en beneficio de neonatos prematuros y/o 
de bajo peso al nacer.
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1.	 Trámite del Proyecto
El Proyecto de ley número 317 de 2022 Cámara es 

de autoría de los honorables Congresistas: honorable 
Representante Agmeth José Escaf Tijerino, honorable 
Senador Pablo Catatumbo Torres Victoria, honorable 
Senadora Sandra Yaneth Jaimes Cruz, honorable 
Senadora Clara Eugenia López Obregón, honorable 
Senadora Martha Isabel Peralta Epieyú, honorable 
Representante Ingrid Johana Aguirre Juvinao, honorable 
Representante Leyla Marleny Rincón Trujillo, honorable 
Representante José Alberto Tejada Echeverry, honorable 
Representante Mary Anne Andrea Perdomo, honorable 
Representante Gabriel Ernesto Parrado Durán, 
honorable Representante Luz María Múnera Medina, 
honorable Representante María del Mar Pizarro García, 
honorable Representante Dorina Hernández Palomino, 
honorable Representante Jorge Andrés Cancimance 
López, honorable Representante David Alejandro Toro 
Ramírez, honorable Representante Pedro José Suárez 
Vacca, honorable Representante Erick Adrián Velasco 
Burbano, honorable Representante Eduard Giovanny 
Sarmiento Hidalgo, honorable Representante Etna 
Támara Argote Calderón, honorable Representante 
Susana Gómez Castaño, honorable Representante 
Elizabeth Jay-Pang Díaz, honorable Representante 
Gabriel Becerra Yáñez, honorable Representante Alirio 
Uribe Muñoz, honorable Representante Gloria Elena 
Arizabaleta Corral, honorable Representante Dolcey 
Óscar Torres Romero, honorable Representante Wilmer 
Yesid Guerrero Avendaño, honorable Representante 
Jhoany Carlos Alberto Palacios Mosquera, honorable 
Representante Wilmer Yair Castellanos Hernández, 
honorable Representante Gilma Díaz Arias, honorable 
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Representante Gloria Liliana Rodríguez Valencia, 
honorable Representante Erika Tatiana Sánchez Pinto, 
honorable Representante Jorge Rodrigo Tovar Vélez, 
honorable Representante Julián Peinado Ramírez, 
honorable Representante Álvaro Leonel Rueda Caballero, 
honorable Representante Luvi Katherine Miranda Peña, 
honorable Representante Jaime Raúl Salamanca Torres, 
honorable Representante Juan Diego Muñoz Cabrera, 
honorable Representante Juan Camilo Londoño Barrera, 
honorable Representante Germán José Gómez López, 
honorable Representante Juan Carlos Vargas Soler, 
honorable Representante Jorge Alexánder Quevedo 
Herrera, honorable Representante Germán Rogelio Rozo 
Anís, honorable Representante Leider Alexandra Vásquez 
Ochoa, honorable Representante Martha Lisbeth Alfonso 
Jurado, honorable Representante Juan Sebastián Gómez 
Gonzáles, honorable Representante David Ricardo 
Racero Mayorca, honorable Representante Hugo Alfonso 
Archila Suárez, honorable Representante Jairo Humberto 
Cristo Correa, honorable Representante Daniel Carvalho 
Mejía. Dicha iniciativa fue radicada ante la Secretaría 
General de la Cámara el día 7 de diciembre de 2022 y 
publicada en la Gaceta del Congreso número 1706 de 
2022. Para ponencia en primer debate ante la Comisión 
VII Constitucional, se designó el día 1° de marzo de 
2022 como coordinador ponente al Representante 
Agmeth José Escaf Tijerino y se designó como ponentes 
al Representante Juan Felipe Corzo Álvarez y a la 
Representante Karen Juliana López Salazar. 

2.	 OBJETO DE LA LEY
La ley tendrá por objeto dictar las disposiciones que 

permitan garantizar el acceso universal y obligatorio, 
en todo el territorio nacional, al Programa Madre 
Canguro, como una estrategia para asegurar los derechos 
fundamentales a la salud y a la vida de los neonatos 
prematuros y/o de bajo peso al nacer (BPN) en Colombia.

3.	 JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO
Disposiciones Generales

En Colombia, a pesar de que existe un marco normativo 
favorable para la garantía de la atención integral en salud 
de los neonatos prematuros y/o con Bajo Peso al Nacer 
(BPN), se requieren acciones afirmativas adicionales 
para la protección de su derecho fundamental a la 
salud. Existen vacíos normativos y fácticos que generan 
discrecionalidad en la garantía del derecho fundamental 
previamente mencionado. Derechos que, aunque 
incluidos en disposiciones legales, son insuficientes o 
débiles en su obligatoriedad.

Así mismo, no existe un mecanismo de respaldo 
institucional que obligue al cumplimiento de unos 
cuidados mínimos en la atención integral en salud en 
una proporción significativa de niños y niñas que, a su 
vez, son sujetos de especial protección constitucional y 
gozan de prevalencia de derechos, según lo establecido 
en el artículo 44 de la Constitución Política de Colombia 
(1991). Lo anterior es evidente en la dinámica de 
implementación, ejecución y funcionamiento del sistema 
de salud en Colombia, por cuanto no todos los recién 
nacidos prematuros o BPN pueden acceder al Programa 
Madre Canguro (PMC) por diversas circunstancias, 
entre ellas: no todos están asegurados al sistema de 
salud; cuando están asegurados, las EPS no tienen una 
adecuada cobertura; son atendidos en IPS que no cuentan 
con la calidad adecuada, y aunque la ley manifiesta que 
debe garantizarse el derecho fundamental a la salud, se 
encuentra que en la práctica esto no se cumple para todos 
los niños.

Es prudente recalcar que, si bien esta población 
representa solamente el 10% de los partos, resultan en 
más del 60% de la mortalidad neonatal e infantil y más 

del 50% de las secuelas menores o mayores en la primera 
infancia (Organización Mundial de la Salud [OMS] & 
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia [UNICEF], 
2014). Por este motivo, garantizar una atención integral 
en salud a neonatos prematuros y/o BPN, fundamentada 
en un Programa Madre Canguro con estándares de 
calidad, acceso y de obligatorio cumplimiento, impactará 
indicadores relacionados con la salud, la supervivencia, 
el desarrollo y la prevención de la discapacidad que, a su 
vez, tendrán un impacto personal a lo largo del curso de 
la vida de estos niños y sus familias. 

En este sentido, se hace evidente la necesidad de 
contar con un marco jurídico y normativo que:

a)	 Garantice el acceso al Programa Madre canguro 
a la población de neonatos prematuros y/o BPN, conforme 
a sus necesidades y riesgos especiales.

b)	 Garantice el cumplimiento de las disposiciones 
para la promoción, creación, fortalecimiento e 
implementación obligatoria del Programa Madre 
Canguro con cobertura total del territorio nacional, según 
los lineamientos técnicos publicados por el Ministerio de 
Salud y Protección Social.

c)	 Regule los estándares y lineamientos para la 
creación e implementación del Programa Madre Canguro 
en el país, por medio de un proceso de vigilancia y control 
adecuados por parte de los entes de control pertinentes.

Por tal razón el presente Proyecto de Ley tiene por 
objeto establecer las medidas para reforzar la garantía 
de la atención integral a los niños y a las niñas nacidos 
prematuros y/o con bajo peso al nacer (BPN). Lo anterior 
a través de la implementación obligatoria del Programa 
Madre Canguro (PMC) en todo el territorio nacional, como 
una estrategia para asegurar los derechos fundamentales 
a la salud y a la vida de estos niños, quienes experimentan 
factores de vulnerabilidad adicionales por causa de su 
prematuridad o su déficit nutricional al nacimiento. 
Así mismo, se pretende reforzar la obligatoriedad de la 
atención integral en salud del prematuro y del niño con 
BPN por medio de la garantía del acceso a un PMC que 
cumpla con los estándares mínimos de calidad.

En este sentido, se espera que, este proyecto de ley 
otorgue un respaldo normativo especial para los recién 
nacidos prematuros o BPN, para lo cual, es de vital 
importancia contar con un instrumento legal adicional 
claro, conciso y que no dé espacio a una aplicación 
discrecional del PMC, que blinde las disposiciones ya 
existentes a nivel nacional e internacional en la materia y 
garantice su correcta implementación.

Sustento legal y fundamentos constitucionales 
para la ley

Lo planteado en este proyecto de ley se fundamenta 
en disposiciones legales nacionales e internacionales del 
país, que son de obligatorio cumplimiento y mediante los 
cuales se busca garantizar, principalmente los siguientes 
derechos humanos:

-	 Todo individuo tiene derecho a la vida, a la 
libertad y a la seguridad de su persona (artículo 3°, 
“Declaración Universal de los Derechos Humanos”).

-	 Toda persona tiene derecho a un nivel de vida 
adecuado que le asegure, así como a su familia, la 
salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el 
vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios 
sociales necesarios (numeral 1, artículo 25, “Declaración 
Universal de los Derechos Humanos”).

-	 La maternidad y la infancia tienen derecho a 
cuidados y asistencia especiales (numeral 2, artículo 25, 
“Declaración Universal de los Derechos Humanos”).
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El sustento legal, de orden nacional está dado de 
conformidad con lo establecido en la Constitución 
Política de Colombia, que, en diferentes partes, da cuenta 
de la importancia de garantizar derechos fundamentales, 
que cobijan la población que es objeto de este proyecto 
de ley. 

Así pues, en el artículo 44 de la Constitución Política 
de Colombia, por mandato expreso, se eleva al rango 
de derecho fundamental los derechos de los niños, 
incluyendo dentro de estos, “el derecho a la vida, la 
integridad física, la salud y la seguridad social […]” 
(1991). 

Es de acotar que Colombia ha realizado grandes 
transformaciones en su concepción de niñez y la atención 
que se le presta, las cuales están regidas por normativa 
que favorece y promueve la salud materna e infantil. Por 
ejemplo, los artículos 43 y 44 de la Constitución Política 
de Colombia (1991) abordan la protección de la mujer 
durante el embarazo y después del parto; la prevalencia 
de los derechos de la infancia; y la obligación de la 
familia, la sociedad y el Estado de asistir, proteger y 
garantizar al niño su desarrollo integral. En el marco de 
estos derechos, en el artículo 49 de la Constitución se 
dispone que:

«La atención de la salud y el saneamiento ambiental 
son servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a 
todas las personas el acceso a los servicios de promoción, 
protección y recuperación de la salud. // Corresponde 
al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación 
de servicios de salud a los habitantes y de saneamiento 
ambiental conforme a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad. También, establecer las 
políticas para la prestación de servicios de salud por 
entidades privadas, y ejercer su vigilancia y control […]».

Mientras que en el artículo 50 se establece que “Todo 
niño menor de un año que no esté cubierto por algún tipo 
de protección o de seguridad social, tendrá derecho a 
recibir atención gratuita en todas las instituciones de salud 
que reciban aportes del Estado […]”. En concordancia 
con lo anterior, en la Ley Estatutaria de Salud número 
1751 de 2015, el Congreso de Colombia en el capítulo I, 
artículo 11, enuncia que los niños, niñas y las mujeres en 
embarazo son sujetos de especial protección, por lo cual 
“su atención en salud no estará limitada por ningún tipo 
de restricción administrativa o económica”. De hecho, 
en el artículo 26 sobre atención integral del proceso de 
gestación, parto y puerperio del Acuerdo 029 del 28 de 
diciembre de 2011 del Ministerio de Salud y Protección 
Social se manifiesta que en el Plan Obligatorio de Salud 
se encuentran cubiertas todas las atenciones en salud, 
ambulatorias y de internación, por la especialidad médica 
que sea necesaria, del proceso de gestación, parto y 
puerperio. Ello incluye las afecciones relacionadas, las 
complicaciones y las enfermedades que pongan en riesgo 
el desarrollo y culminación normal de la gestación, parto 
y puerperio, o que signifiquen un riesgo para la vida de la 
madre, la viabilidad del producto o la supervivencia del 
recién nacido.

Como se puede observar, los derechos de los niños y 
las niñas, en relación con su salud, han sido abordados 
tanto por la normativa propia del sector salud como por 
aquella destinada a la protección de la infancia y de las 
madres gestantes. Sin embargo, falta establecer puntos 
de conexión para la protección integral y en salud de los 
niños y las niñas con necesidades especiales de atención 
en salud por su prematuridad y/o BPN.

En el ámbito internacional, en el artículo 24 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, proclamada y 
adoptada por la Asamblea General de la Organización de 
las Naciones Unidas, se enfatizó en el derecho de todo 

recién nacido a recibir y disfrutar “del más alto nivel 
posible de salud y a servicios para el tratamiento de las 
enfermedades y la rehabilitación de la salud”. En este 
mismo artículo, los Estados se comprometen a “reducir la 
mortalidad infantil y en la niñez” y a “asegurar atención 
sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las madres”. La 
Convención busca asegurar que cada niño tenga cuidados 
diferenciales cuando presenten condiciones especiales. 
Los niños con necesidades especiales de atención de 
salud son aquellos que tienen o están en riesgo de tener 
una condición crónica: física, emocional o del desarrollo, 
que implica la necesidad de acceder a servicios de salud 
diferenciales en calidad y cantidad a los que se ofrecen 
habitualmente a un niño sano. 

En consecuencia, con este proyecto de ley se busca 
materializar estos principios, a través de la protección 
y garantía del derecho a la salud de los niños y las 
niñas prematuros quienes, como menciona la Corte 
Constitucional en la Sentencia T-133 de 2013, requieren 
de una atención en salud idónea, oportuna y prevalente 
respecto de la cual toda entidad pública o privada tiene la 
obligación de garantizar el acceso efectivo a los servicios, 
como lo ordena el artículo 50 Superior, en concordancia 
con los principios legales de protección integral e interés 
superior de los niños y las niñas. 

Con esta disposición se propone que, desde el 
nivel nacional, se implemente de manera obligatoria el 
Programa Madre Canguro (PMC) y al cumplimiento 
de los estándares mínimos de calidad, en todas las 
unidades de recién nacidos del país, de tal forma que sea 
posible garantizar el cumplimiento de los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad, que garanticen el 
correcto goce de los derechos fundamentales a la salud 
y a la vida de los niños y las niñas prematuras y/o con 
BPN independientemente de su lugar de nacimiento o de 
la condición socioeconómica de su familia. 

El Ministerio de Salud y Protección Social ha tomado 
medidas como el Decreto número 3039 de 2007, la 
Resolución 0425 de 2008 y la actualización de los 
Lineamientos Técnicos para la implementación de los 
Programas Madre Canguro (con énfasis en la nutrición 
del neonato prematuro o de bajo peso al nacer -2017-), 
en aras de impulsar el desarrollo del Programa Madre 
Canguro y reconocer su importancia. Pese a esto, en la 
actualidad y a pesar de la evidencia científica aportada, 
no todas las unidades de recién nacidos del país aplican 
total o parcialmente el Método Madre Canguro como 
herramienta para reducir los índices de morbimortalidad 
neonatal, asociada a los riesgos propios de la prematuridad. 
Por tal razón se debe asegurar la atención de calidad al 
recién nacido prematuro y/o de BPN, para materializar 
una “atención idónea, oportuna y prevalente”, como lo 
ordenó la Corte Constitucional en la Sentencia T-133 
de 2013, a partir de un reforzamiento legal que dé 
vinculación y marco normativo a las disposiciones ya 
mencionadas. 

Sumado a esto, para garantizar el acceso, es 
importante que se articule integralmente el PMC con el 
Sistema Indígena de Salud Propio Intercultural (SISPI), 
en concordancia con el principio de Interculturalidad 
y el principio de Protección a los Pueblos Indígenas 
establecidos en el Artículo 6 de la Ley Estatutaria número 
1751 de 2015. En este sentido, se deben respetar las 
diferencias culturales existentes en el país y reconocer las 
cosmovisiones y conceptos desarrollados en el Sistema 
Indígena de Salud Propio e Intercultural (SISPI). De 
esta manera, el Ministerio de Salud y Protección Social 
deberá articularse con el SISPI para lograr una adaptación 
integral del PMC.
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Razones relacionadas con el desarrollo infantil
Según la OMS y la UNICEF, en el año 2015 nacieron 15 

millones de niños prematuros, es decir, aproximadamente 
uno de cada 10 niños nace antes de las 37 semanas de 
gestación (World Health Organization, 2021; World 
Health Organization & United Nations International 
Children’s Emergency Fund [UNICEF], 2018).

En el mundo, más de un millón de neonatos murieron 
en el primer mes de vida por complicaciones directas 
o indirectas de la prematuridad, lo cual representa 
casi el 50% de la mortalidad neonatal global y de la 
mortalidad infantil en el primer año de vida (World 
Health Organization, 2012). Igualmente, la prematuridad 
es la primera causa de discapacidad relacionada con el 
aprendizaje, con los problemas visuales y auditivos en 
la primera infancia, que perduran hasta la edad adulta. 
Estos datos estadísticos hicieron que la prematuridad, 
hoy en día, sea considerada un problema de salud pública 
mundial (Organización Mundial de la Salud [OMS], 
2018b).

Entretanto, el bajo peso al nacer (BPN) se define 
como el peso inferior a 2.500 gramos en el niño recién 
nacido (OMS, 2017). Esta condición está asociada con 
un mayor riesgo de morbimortalidad fetal y neonatal, con 
deficiencias en el desarrollo cognitivo y con el aumento 
del riesgo de enfermedades crónicas. Estas consecuencias 
repercuten en todos los momentos del curso de la vida. 
Del mismo modo, según estudios el BPN aumenta 20 
veces la probabilidad de muerte en los primeros años 
(Secretaría de Salud de Bogotá, 2009).

Se debe considerar que gran parte de los niños nacidos 
con esta condición presentan una edad gestacional por 
debajo de las 37 semanas; es decir, que son recién nacidos 
pretérminos. Se conoce que la prematuridad “menos 
extrema” se asocia a problemas de desarrollo cognitivo 
o de comportamiento y que varias hipótesis apuntan a los 
déficits neurológicos adquiridos al final del periodo de 
gestación extrauterina.

En Colombia, más del 60% de la mortalidad neonatal 
e infantil está relacionado con la prematuridad y el bajo 
peso al nacer (Instituto Nacional de Salud, 2020). En el 
país, durante el periodo entre 2014 a 2019, el BPN ha 
permanecido alrededor del 9% y en el año 2020 se reportó 
un incremento a 9.2%. En el caso de la mortalidad infantil 
en Colombia, el 62% está relacionado con la prematuridad 
y el BPN. En el primer semestre del 2020, la mortalidad 
perinatal y neonatal tardía es de 12.1 muertes por cada 
1.000 nacidos vivos (Instituto Nacional de Salud, 2020), 
más de la mitad debida a la prematuridad o al bajo peso 
al nacer (Ministerio de Salud y Protección Social, 2020).

De allí la importancia de buscar estrategias para 
mejorar la calidad de atención de los niños y las niñas 
prematuros y/o con BPN para evitar no solo la muerte 
de los niños sino también mejorar la calidad de vida 
de los mismos en el corto y mediano plazo. En este 
sentido, y como se explicará en la sección 2.4, el Método 
Madre Canguro (MMC) es una intervención que no solo 
ha demostrado reducir las estadísticas de mortalidad 
perinatal, neonatal e infantil, independientemente del 
origen socioeconómico de los padres, sino que también 
es una estrategia que tiene un efecto positivo sobre la 
lactancia materna, el desarrollo neurológico y el peso y la 
estatura de los niños y niñas prematuros.

En este sentido, la propuesta del presente Proyecto de 
Ley es permitir que todos los niños y niñas prematuros 
o con BPN que nacen en Colombia puedan acceder al 
Programa Madre Canguro que cuente con los estándares 
mínimos para mejorar su estado de salud, hacerles 
seguimientos a sus procesos de desarrollo y que también 

permita a los padres involucrarse y generar mayores 
lazos afectivos con sus hijos.

En un país como Colombia donde coexisten dos 
regímenes de salud, el régimen contributivo y el régimen 
subsidiado, la Organización Panamericana de la Salud 
(OPS) recomienda que las acciones para la disminución 
de la tasa de mortalidad neonatal se enfoquen en:

1.	 La atención alrededor del nacimiento, con lo cual 
es posible salvar vidas tanto de madres como de recién 
nacidos, y evitar la muerte perinatal; 2. Intervenciones con 
alta relación costo/eficacia para las principales causas de 
muerte neonatal y 3. Asegurar la calidad de la atención, 
que importa tanto como la cobertura. (Ministerio de 
Salud y Protección Social, 2012, p. 21)

En este sentido, para reducir la mortalidad infantil es 
imprescindible mejorar la atención que se proporciona a 
las madres y a los recién nacidos independientemente del 
tipo de régimen de salud al cual pertenecen. Es necesario, 
por tanto, centrar los esfuerzos en reducir el número 
de muertes o complicaciones asociadas al BPN y a la 
prematuridad. Así, la mayoría de las complicaciones del 
periodo neonatal son prevenibles, controlables o tratables 
y están relacionadas con la salud de la mujer, la calidad 
de la atención de la gestación, del parto y del periodo 
neonatal (OMS, 2021; World Health Organization & 
UNICEF, 2018).

El cuidado de las niñas y los niños prematuros (que 
son mucho más frágiles) sigue siendo costoso y se 
requiere de alternativas costo-efectivas. Una de ellas 
es el Método Madre Canguro (MMC), reconocido 
mundialmente como una herramienta accesible que 
permite reducir no solamente la mortalidad neonatal e 
infantil de los prematuros y niños con bajo peso al nacer, 
sino también mejorar la calidad de la sobrevida de estos 
niños frágiles (OMS, 2021; World Health Organization & 
UNICEF, 2018).

En Colombia existen actualmente 53 Programas Madre 
Canguro que tratan de seguir para su funcionamiento 
los Lineamientos Técnicos del Ministerio de Salud para 
la implementación de PMC, lineamientos que fueron 
actualizados en el año 2017 y la Resolución 3280 de 
2018 del Ministerio de Salud y Protección Social que 
adopta los Lineamientos técnicos y operativos de la Ruta 
Integral de Atención en Salud para la Población Materno 
Perinatal (RIAMP) y de la Ruta Integral de Atención para 
la Promoción y el Mantenimiento de la Salud (RIAPMS).

Los lineamientos técnicos canguro para la 
implementación del Programa Madre Canguro en 
Colombia, con énfasis en la nutrición del neonato 
prematuro o con bajo peso al nacer son de obligatorio 
cumplimiento1, pero aun así la cobertura y el acceso son 
insuficientes y la comprensión de la obligatoriedad de 
cumplimiento de estos no ha sido satisfactoria, debido a 
que no existe un marco legal que induzca a procesos de 
vigilancia y control a su correcta implementación. 

En Colombia, los PMC se enfrentan a diferentes 
dificultades, tal como fue expuesto en el Encuentro 
Madre Canguro, realizado en el mes de enero de 2020 
en las instalaciones del Ministerio de Salud y Protección 
Social. En este encuentro se planteó que:

-	 No existe una cobertura universal de acceso 
de los niños y niñas que han nacido prematuramente 

1	  	 Actualmente las unidades de cuidado neonatal se encuen-
tran en las siguientes zonas del país: a excepción del departa-
mento de Chocó que no reporta unidades de cuidado intensivo 
neonatal y el Distrito de Buenaventura que no cuenta con unida-
des de cuidado básico neonatal, las demás entidades territoriales 
relacionadas en la tabla presentan unidades de cuidado neonatal 
básico, intermedio e intensivo:
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o con bajo peso al nacer al PMC. Esta deficiencia de 
cobertura refleja una brecha de inequidad que amenaza 
la supervivencia, la salud y el desarrollo de estos niños, 
con el consiguiente impacto personal, familiar y social 
potencialmente desfavorable. La deficiente cobertura se 
presenta por la no oferta de un PMC en un territorio o por 
la no contratación de un PMC por parte de las entidades 
aseguradoras de planes de beneficios (EAPB) de un 
territorio.

-	 Cuando existen, los PMC se prestan con distinta 
integralidad o suficiencia, dependiente del respaldo 
y de la voluntad de los directivos de las instituciones 
prestadoras de salud (IPS), lo que supone una fragilidad 
crítica para la sostenibilidad y la existencia del PMC.

-	 No existe un seguimiento adecuado de la 
implementación de los PMC por parte de las direcciones 
territoriales de salud (DTS) y también existe una 
comprensión fragmentada de la obligatoriedad de su 
implementación, lo que genera un vacío en la inspección, 
vigilancia y control de las EAPB y de las IPS públicas y 
privadas para garantizar la existencia y el funcionamiento 
adecuado del PMC, tal y como está descrito en la 
normativa colombiana (Resolución 3280 de 2018).

-	 Se requiere un direccionamiento articulado de 
las principales entidades rectoras del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud (SGSSS) en Colombia 
(Ministerio de Salud y Protección Social e Instituto 
Nacional de Salud), que muchas veces no mantiene canales 
de comunicación funcionales, continuos y que permitan 
modificar decisiones tomadas a la luz de la información 
emanada de la atención integral en salud. Por ejemplo, la 
prematuridad no es un evento de notificación obligatoria 
para el Sistema Nacional de Vigilancia en Salud 
Pública (SIVIGILA), no se han realizado descripciones 
particulares para la atención ambulatoria de los niños y 
las niñas prematuros y/o con BPN en cuanto a estándares 
de infraestructura, de historia clínica, de talento humano 

de la norma de habilitación vigente; cuando se realiza, en 
cada DTS se manejan discrecionalmente los parámetros 
para verificar la implementación del PMC (los definidos 
por los lineamientos vigentes vs. criterios propios o 
basados en la guía de atención al bajo peso al nacer del 
año 2000, que no se encuentra vigente).

Frente a las unidades de cuidado neonatal en el 
país, la Superintendencia Nacional de Salud, el 2 de 
diciembre del 2022, en respuesta al Derecho de Petición 
con Radicado número 20221000001719251, presentó la 
siguiente información:

«Según el registro especial de prestadores (REPS), 
en el país con corte a noviembre de 2022 se presentan 
en total 686 unidades de cuidado neonatal divididas en 
básicas, intermedias e intensivas.

Tabla 1. Unidades de cuidado neonatal en 
Colombia.

»
Fuente: SNS – Elaborado a partir de SISPRO 

(Ministerio de Salud y Protección Social). Fecha de 
extracción: 28/11/2022

Actualmente las unidades de cuidado neonatal se 
encuentran en las siguientes zonas del país: a excepción 
del departamento de Chocó que no reporta unidades de 
cuidado intensivo neonatal y el Distrito de Buenaventura 
que no cuenta con unidades de cuidado básico neonatal, 
las demás entidades territoriales relacionadas en la 
tabla presentan unidades de cuidado neonatal básico, 
intermedio e intensivo:

Tabla 2. Unidades de cuidado neonatal por zonas del país.
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Fuente: SNS – Elaborado a partir de SISPRO (Ministerio de Salud y Protección Social). Fecha de extracción 
28/11/2022

A continuación, se presenta la disponibilidad de las unidades de cuidado neonatal por Municipio:
Tabla 3. Disponibilidad de unidades de cuidado neonatal por municipio:
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Fuente: SNS – Elaborado a partir de SISPRO 
(Ministerio de Salud y Protección Social). Fecha de 
extracción 28/11/2022

Según la información suministrada por la 
Superintendencia Nacional de Salud, frente a estas 
unidades de cuidado neonatales y de acuerdo con las 
normas que regulan el Sistema General de Seguridad 
Social en Salud, respecto al PMC las EAPB – EPS son 
las responsables de establecer la red de prestación de 
servicios de salud. En este sentido, cuentan con el rol de 
direccionar a los pacientes a las IPS que tienen el PMC y 
deben garantizar desde la auditoría a su red de prestadores, 
el cumplimiento al Protocolo de manejo del prematuro 
en programa canguro, con base en los Lineamientos del 
Ministerio de Salud y Protección Social.

En este sentido, uno de los requisitos para la 
implementación del PMC es que el prestador de servicios 
de salud tenga habilitado el servicio de Unidad de 
Cuidado Intensivo Neonatal; por lo tanto, sólo las 217 
IPS que prestan el servicio, referidas en las Tabla 1, 
Tabla 2 y Tabla 3, están en la capacidad de implementar 
el PMC, y en este sentido los neonatos que requieren el 
servicio deben ser remitidos por medio de los sistemas 
de referencia y contrarreferencia en todo el territorio 
nacional a esas UCI neonatales. 

De acuerdo con la Superintendencia Nacional de 
Salud, uno de los requisitos para la implementación del 
PMC es que el prestador de servicios de salud tenga 
habilitado el servicio de Unidad de Cuidado Intensivo 
Neonatal, por lo tanto, no puede ser superior a las 217 
IPS que prestan ese servicio.

Frente al PMC, la Superintendencia Nacional de Salud 
expresó que no cuenta con estadísticas que demuestren 
si el PMC es más beneficioso o no para el neonato; sin 
embargo, admitió que la literatura científica indica que el 
PMC es más beneficioso para la salud del neonato, toda 
vez que la incubadora incrementa la posible presencia 
de infecciones asociadas a la atención en salud, es decir, 
el PMC reduce la probabilidad de incidentes y eventos 
adversos en la atención en salud. 

Desde la Supersalud se informó que no se cuenta 
con información específica que demuestre qué forma 
o servicio para la atención es más económica para el 
prestador y el Sistema de Salud, al tener en cuenta el 
PMC. Pese a esto, la Supersalud en el Derecho de Petición 
mencionado admitió que, teóricamente y en función de 
la inversión en equipos biomédicos para las salas de 
neonatos y toda vez que la incubadora requiere servicios 

intrahospitalarios con su respectiva interdependencia, 
el PMC debería ser más económico porque cuenta con 
modalidad extrahospitalaria y/o ambulatoria que además 
permiten que el neonato tenga respuesta positiva gracias 
al contacto piel a piel con sus padres y/o cuidadores.

En esta misma respuesta al Derecho de Petición 
(2022) la Supersalud mencionó que:

De conformidad con el documento “Actualización 
de los lineamientos técnicos para la implementación de 
programas madre canguro en Colombia con énfasis en la 
nutrición del neonato prematuro o bajo peso al nacer del 
Ministerio de Salud de noviembre de 2017”, se conoce 
que en el PMC a cargo de las IPS y Aseguradoras existen 
problemáticas importantes por tener en cuenta en lo 
referente a la garantía de la salud integral, tales como:

•	 Falta de talento humano capacitado para la 
implementación del PMC.

•	 Falta de recursos para adecuaciones específicas 
en la Infraestructura que debe cumplir con los criterios 
para la implementación del programa de PMC.

•	 Falta de adherencia de los responsables del 
neonato como los padres y/o cuidadores en cuanto 
a las técnicas específicas para la posición canguro, 
alimentación, nutrición, controles periódicos en el 
seguimiento del PMC y recomendaciones generales.

•	 Falta de seguimiento y oportunidad en las 
interconsultas por parte del personal médico especializado 
y multidisciplinario.

•	 Falta de seguimiento por parte del personal 
multidisciplinario

•	 Falta de apoyo socioeconómico a los padres y/o 
cuidadores del neonato.

•	 Inoportunidad por el aseguramiento 
(autorizaciones, barreras de acceso, etc.), para la toma 
de las pruebas de tamizaje en los neonatos como: 
oftalmología, ecografía cerebral, valoración audiológica, 
radiografía y/o ecografía de caderas, entre otros, y

•	 Falta de apoyo administrativo.
Estas problemáticas mencionadas aumentan la 

preocupación y resaltan la importancia de la creación de 
este Proyecto de ley.

Por otra parte, a partir de un análisis de información 
recolectada por la Fundación Canguro en el 2020, con 
estos programas, se identificó la capacidad de acceso 
en las principales ciudades del país, en donde existe un 
Programa Canguro, que se presenta en la Tabla 4.

Tabla 4. Capacidad de acceso de neonatos prematuros al Método Madre Canguro

Departamento Ciudad
#

habitantes

#

nacimien-
tos

Candi-
datos al 
MMC

# Corregido (cal-
culando una mor-

talidad de 10% 
para los niños de 

menos de <2000 g)

Total, 
niños con 
acceso al 

MMC

% acceso

Antioquia

Medellín 3.800.000 57.490 5618 5056,2 4803 95%

Rionegro 116.400 1.472 829 746,1 600 80%

Turbo 163.525 1.472 265 238,5 200 84%
Yarumal 48.556 541 192 172,8 91 53%

Atlántico Barranquilla 2.400.000 24.293 2072 1864,8 700 38%

Cundinamarca

Bogotá 7.100.000 87.191 11749 10574,1 10236 97%

Fusagasugá 139.800 1.580 541 486,9 320 66%

Facatativá 137.000 1.979 346 311,4 210 67%
Zipaquirá 126.400 1.902 501 450,9 360 80%

Bolívar Cartagena 1.300.000 29.847 2749 2474,1 1682 68%

Boyacá Tunja 188.340 2.376 886 797,4 396 50%

Sogamoso 233.154 3.087 440 396 289 73%
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Departamento Ciudad
#

habitantes

#

nacimien-
tos

Candi-
datos al 
MMC

# Corregido (cal-
culando una mor-

talidad de 10% 
para los niños de 

menos de <2000 g)

Total, 
niños con 
acceso al 

MMC

% acceso

Cauca Popayán 277.270 7.031 605 544,5 359 66%
Caldas Manizales 368.433 6.025 491 441,9 250 57%

Caquetá Florencia 156.789 3.317 529 476,1 250 53%

Casanare Yopal 156.942 4.678 379 341,1 200 59%

Cesar Valledupar 459.349 9.816 794 714,6 130 18%

Chocó Quibdó 120.679 5.042 529 476,1 221 46%
Córdoba Montería 433.723 16.210 1390 1251 828 66%

Huila Neiva 314.526 11.051 744 669,6 450 67%

Meta Villavicencio 451.212 11.576 708 637,2 509 80%

Norte de Santan-
der Cúcuta 668.996 18.514 862 775,8 429 55%

Nariño Pasto 440.000 10.291 988 889,2 500 56%
Risaralda Pereira 428.397 4.835 400 360 200 56%

Santander Bucaramanga 2.000.000 22.924 1698 1528,2 1020 67%

Tolima Ibagué 553.526 11.907 825 742,5 630 85%
Valle del Cauca Cali 2.400.000 24.877 2224 2001,6 1015 51%

Fuente: Elaboración de la Fundación Canguro, a partir de información recolectada en 53 Programas Canguro del 
país. 2020.

Precisamente, con este Proyecto de ley se busca dar respuesta a estas dificultades y las barreras que se han encontrado 
en la implementación del Programa Madre Canguro en todo el territorio nacional, no solo asegurando una cobertura 
universal para los niños y niñas prematuros, sino la calidad de los servicios que se les ofrecen y el seguimiento 
continuo. Adicionalmente, se contempla que esta es una intervención costo-efectiva, en comparación con otro tipo de 
intervenciones para la atención de neonatos prematuros y/o BPN, considerando la complejidad de la atención que esta 
significa.

Frente a esto último, es posible afirmar que estudios internacionales en países como España (Sociedad Española 
de Neonatología [SENeo], 2017) y Francia, han demostrado que las atenciones en forma individual y no dentro de un 
programa especial son muy costosas, por lo cual han tenido que disminuir la cobertura a solo los menores de 1.500 
gramos y los menores de 32 semanas, cuando se sabe que todos los menores de 37 semanas y menores de 2.500 gramos 
deben ser seguidos. En este sentido, un trabajo de grado respaldado por el Proyecto Capstone y por la Fundación 
Canguro (Cera et al., 2021), realizó un análisis minucioso desde diferentes perspectivas al Programa Madre Canguro 
y su manejo de los costos sobre cada paciente, en donde se pudo concluir que el programa es costo-eficiente para las 
medidas de peso, talla y el perímetro cefálico de los niños, para el periodo de análisis entre el 2013 y el 2018.

Este y otros análisis adelantados en la materia, han permitido identificar que, como programa especial, el Programa 
Madre Canguro permite a las familias canguro y a sus neonatos prematuros o de BPN tener en un mismo lugar todo 
lo indicado en los lineamientos técnicos para la implementación del PMC en Colombia del Ministerio de Salud y 
Protección Social, asegurando una deserción más baja y una satisfacción de los pacientes. Para el país, es una manera 
de asegurar que se está haciendo el mínimo con calidad para evitar complicaciones y costos en el futuro de estos niños, 
y para servicios de rehabilitación y de asistencia social.

Figura 1. El seguimiento ambulatorio en los PMC según los Lineamientos Técnicos Canguro del MinSalud
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Fuente. Conferencia Dra. Nathalie Charpak 
“Organización para la excelencia en salud”, Cartagena, 
noviembre 2020 (inédito).

En síntesis, dar acceso al MMC a 100% de los niños 
candidatos a ser tratados con MMC es una estrategia para 
reducir la mortalidad neonatal e infantil en Colombia, 
además de ser una forma de disminuir la morbilidad y 
lograr una intervención temprana para la mejor calidad 
de vida de estos niños en el corto y mediano plazo.

Método Madre Canguro como herramienta 
costo-eficiente para la reducción de los índices de 
morbimortalidad

Para reducir la mortalidad infantil es imprescindible 
mejorar la atención que se proporciona a las madres y a 
los recién nacidos. Es necesario centrar los esfuerzos en 
reducir el número de muertes o complicaciones asociadas 
al bajo peso al nacer y a la prematuridad. Así, la mayoría de 
las complicaciones del periodo neonatal son prevenibles, 
controlables o tratables. y están asociadas con la salud 
de la mujer, la calidad de la atención de la gestación, del 
parto y del periodo neonatal (OMS, 2021; World Health 
Organization & UNICEF, 2018).

En consecuencia, el Método Madre Canguro es 
reconocido mundialmente como una herramienta 
accesible que permite reducir no solamente la mortalidad 
neonatal e infantil de los prematuros y niños de bajo peso 
al nacer, sino también mejorar la calidad de la sobrevida 
de estos niños frágiles (OMS, 2021; World Health 
Organization & UNICEF, 2018).

El cuidado de las niñas y los niños prematuros (que 
son mucho más frágiles) sigue siendo costoso y se 
requiere de alternativas costo-efectivas. Una de ellas es 
el Método Madre Canguro (MMC), técnica de cuidado 
del recién nacido prematuro y de BPN basada en:

1) la Posición Canguro o contacto piel a piel directo 
entre el niño y su madre 24 horas al día una vez el niño 
se encuentre estable, 2) la lactancia materna exclusiva 
si es posible y 3) la salida temprana a casa en posición 
canguro con un seguimiento ambulatorio estricto al 
menos durante su primer año de vida [incluso hasta los 
dos primeros años de vida]. (Colombia. Ministerio de 
Salud y Protección Social, 2017, p. 13)

Por su parte, los PMC tienen dos componentes: 
uno intrahospitalario desde la sala de parto hasta la 
salida del niño, incluyendo el alojamiento obstétrico, la 
unidad neonatal y la unidad de cuidados intensivos; y 
un componente ambulatorio. Todas las instituciones que 

atienden partos y atención neonatal deben tener un PMC 
intrahospitalario estructurado, según los lineamientos 
técnicos canguro del Ministerio de Salud y Protección 
Social vigentes. El PMC ambulatorio se crea como una 
unidad de atención centralizada para varios hospitales o 
IPS para tener un número de pacientes suficientes para 
ser costo-efectivo.

Colombia es pionera en la implementación del PMC y 
ha obtenido excelentes resultados en la atención oportuna 
de la madre y el recién nacido. Con ello, se contribuye 
al logro en la reducción de la morbimortalidad neonatal 
en el país. El programa también propicia un entorno 
favorable de protección, estímulo y unión que fortalezca 
el adecuado crecimiento y desarrollo de los niños.

Beneficios del Programa Madre Canguro
El Programa Madre Canguro (PMC) es el mejor 

aporte de Colombia a la salud pública mundial en 50 
años, reconocimiento que se realizó en el marco del 
XV Congreso Mundial de Salud Pública en Melbourne, 
Australia, 2017. “Es la estrategia de oro en el manejo 
ambulatorio de los recién nacidos prematuros en 
Colombia (…) La salida precoz en posición canguro 
con lactancia materna permite disminuir el tiempo de 
hospitalización, las infecciones severas” (Ministerio de 
Salud y Protección Social, 2017, p. 2); mejorar la tasa 
de lactancia materna disminuye la morbimortalidad en 
esta población y empodera a la madre en los cuidados 
adecuados con su hijo (Charpak et al., 2020).

En una base de datos no publicada de más de 40.000 
niños prematuros o de BPN, la Fundación Canguro ha 
hecho un monitoreo continuo de estos niños, seguidos en 
tres PMC, centros de excelencia en MMC (Hospital San 
Ignacio, Hospital Infantil San José en Bogotá y Programa 
Canguro Madre Integral en Medellín), que siguen los 
lineamientos técnicos canguro vigentes del Ministerio 
de Salud y Protección Social. La Tabla 5 muestra los 
resultados de seguimiento en una cohorte de 41.975 
niños prematuros o de BPN seguidos hasta la edad de 
12 meses de edad corregida (se corrige la edad por las 
semanas de prematuridad) en tres PMC de 2001 a 2019 
según los diferentes tipos de aseguramiento en salud.

La deserción de los niños fue de menos del 10% hasta 
la fase uno del seguimiento (cuando cumplen la edad de 40 
semanas de edad gestacional o el término) y de 20% hasta 
la edad de 12 meses corregido. La mortalidad cuando los 
niños cumplen la edad de 40 semanas (término normal de 
un embarazo) o 12 meses de edad corregida, no muestra 
diferencia según los diferentes niveles socioeconómicos.

Tabla 5. Resultados de seguimiento en 41.975 niños prematuros o con BPN, 2001-2019

Variables evaluadas

Régimen contributivo sin 
PAC*

25.143 (59,9%) 

Régimen contributivo con 
PAC 

4.746 (11,3%)

Régimen subsidiado

12.086 (28,8%)

N (%) N (%) N (%)
Peso al nacer <1000 gramos 754 3.0 214 4.5 338 2.8
Ingreso a UCI 10.208 40.6 1.984 41.8 5.040 41.7
Ventilación mecánica 8.146 32.4 1.429 30.1 1.885 15.6
Infección nosocomial 1.157 4.6 266 5.6 653 5.4
Mortalidad a las 40 semanas 101 0.4 9 0.2 36 0.3
Mortalidad acumulada a los 12 meses 201 0.8 19 0.4 109 0.9
Reingreso acumulado hasta 12 meses 4.174 16.6 764 16.1 3.614 29.9
Lactancia artificial exclusiva a 12 meses 3.921 33.8 701 30.4 3.450 58.3
Lactancia materna mixta a los 12 meses 10.796 66.8 2.496 52.6 6.913 57.2
Retinopatía de la prematuridad 1.006 4.0 152 3.2 254 2.1
Alteración en el desarrollo neurológico 1.835 7.3 489 10.3 1.934 16.0
Desarrollo psicomotor a los 12 meses 
(normal) 20.768 82.6 4.001 84.3 7.856 65
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Variables evaluadas

Régimen contributivo sin 
PAC*

25.143 (59,9%) 

Régimen contributivo con 
PAC 

4.746 (11,3%)

Régimen subsidiado

12.086 (28,8%)

N (%) N (%) N (%)
Edad de la madre (adolescente) 2.112 8.4 195 4.1 3.324 27.5
Educación de la madre (técnica, profe-
sional, posgrado) 11.968 47.6 2.881 60.7 592 4.9

*PAC: Plan de Atención Complementaria. 
Fuente. Fundación Canguro. (2020)

al artículo 286 de la Ley 5 de 1992 modificado por el 
artículo 1 de la ley 2003 de 2019 en el cual se establece el 
régimen de conflicto de interés de los congresistas.

Sin embargo, consideramos que en la discusión 
y aprobación no existen circunstancias que pudieran 
dar lugar a un eventual conflicto de interés, dado que 
se otorgan beneficios o cargos de carácter general. Al 
respecto el Consejo de Estado en la Sentencia del 5 de 
agosto de 2003 insistió en que el conflicto de intereses 
ocurre cuando el beneficio obtenido por el congresista con 
la aprobación del proyecto de ley no pueda ser catalogado 
como general, sino de carácter “particular, directo e 
inmediato”. De manera que, el interés del congresista 
también puede coincidir y fusionarse con los intereses de 
los electores, y el presente proyecto es una iniciativa de 
carácter general, impersonal y abstracta, con lo cual no se 
materializa una situación concreta que permita enmarcar 
un beneficio particular, directo ni actual. 

5.	 Proposición
Con fundamento en las anteriores consideraciones, 

presentamos ponencia positiva y se solicita a los 
Honorables Representantes que integran la Comisión 
Séptima de la Cámara de Representantes dar primer 
debate al Proyecto de ley número 317 de 2022 Cámara, 
por el cual se dictan disposiciones para garantizar 
el acceso universal y obligatorio, en todo el territorio 
nacional, al programa madre canguro, en beneficio de 
neonatos prematuros y/o de bajo peso al nacer. 

6. 	 Pliego de modificaciones

Texto original Texto propuesto 
para Primer Debate Justificación

“Por el cual se dic-
tan disposiciones 
para garantizar el 
acceso universal y 
obligatorio, en todo 
el territorio nacio-
nal, al programa 
madre canguro, en 
beneficio de neo-
natos prematuros 
y/o de bajo peso al 
nacer.”

“Por el cual se dictan 
disposiciones para 
garantizar el acceso 
universal y obliga-
torio, en todo el te-
rritorio nacional, al 
programa madre can-
guro, en beneficio de 
neonatos prematuros 
y/o de bajo peso al 
nacer.”.

Sin modifica-
ciones

Capítulo I

Disposiciones Ge-
nerales

Capítulo I

Disposiciones Gene-
rales

Sin modifica-
ciones

Con el Programa Madre Canguro no solo se han 
encontrado resultados en el corto plazo para incrementar 
el peso y la talla de los recién nacidos, disminuir la tasa de 
mortalidad neonatal e infantil, y disminuir las infecciones 
que pueden sufrir. Adicionalmente, en el mediano plazo 
de la intervención, se encontró que el PMC tuvo efectos 
protectores sociales y conductuales significativos y 
duraderos, incluso dos décadas después (Charpak et al., 
20017). Los efectos sobre el coeficiente intelectual y el 
entorno del hogar todavía estaban presentes, de hecho, 
los padres canguros “fueron más protectores y cariñosos, 
lo que se refleja en la reducción del ausentismo escolar 
y la reducción de la hiperactividad, la agresividad, la 
externalización y la desviación social, conducta de los 
adultos jóvenes” (Charpak et al., 2017).

4.	 Causales de impedimento
De conformidad con lo establecido en el artículo 3 de 

la Ley 2003 de 2019, según el cual “El autor del proyecto 
y el ponente presentarán en el cuerpo de la exposición 
de motivos un acápite que describa las circunstancias o 
eventos que podrían generar un conflicto de interés para 
la discusión y votación del proyecto, de acuerdo con el 
artículo 286. Estos serán criterios guías para que los 
otros congresistas tomen una decisión en torno a si se 
encuentran en una causal de impedimento, no obstante, 
otras causales que el Congresista pueda encontrar”. Y de 
acuerdo con el artículo 182 de la Constitución Política, en 
el cual se establece que “Los congresistas deberán poner 
en conocimiento de la respectiva Cámara las situaciones 
de carácter moral o económico que los inhiban para 
participar en el trámite de los asuntos sometidos a su 
consideración’’. En este acápite planteamos que frente 
a los posibles impedimentos que se pudieren presentar 
en razón a un conflicto de interés en el ejercicio de la 
función legislativa, se debe tener en cuenta lo siguiente: 

a)	 Se entiende como conflicto de interés una 
situación donde la discusión o votación de un proyecto 
de ley o acto legislativo o artículo, pueda resultar en 
un beneficio particular, actual y directo a favor del 
congresista.

b)	 Que un beneficio particular es aquel que otorga 
un privilegio o genera ganancias o crea indemnizaciones 
económicas o elimina obligaciones a favor del 
congresista de las que no gozan el resto de los ciudadanos. 
Modifique normas que afecten investigaciones penales, 
disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se 
encuentre formalmente vinculado.

c)	 Que un beneficio actual es aquel que 
efectivamente se configura en las circunstancias presentes 
y existentes al momento en el que el congresista participa 
de la decisión

d)	 Que un beneficio directo es aquel que se 
produzca de forma específica respecto del congresista, 
de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o primero civil.

En consecuencia, de encontrar sospecha sobre un 
posible conflicto de intereses será necesario acudir 
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Texto original Texto propuesto 
para Primer Debate Justificación

Artículo 1°. Ob-
jeto de la ley. La 
presente ley tiene 
por objeto dictar las 
disposiciones que 
permitan garantizar 
el acceso universal 
y obligatorio, en 
todo el territorio 
nacional, al Progra-
ma Madre Cangu-
ro, como una estra-
tegia para asegurar 
los derechos funda-
mentales a la salud 
y a la vida de los 
neonatos prematu-
ros y/o de bajo peso 
al nacer (BPN) en 
Colombia.

Artículo 1°. Objeto 
de la ley. La presente 
ley tiene por objeto 
dictar las disposi-
ciones que permitan 
garantizar el acce-
so universal y obli-
gatorio, en todo el 
territorio nacional, 
al Programa Madre 
Canguro, como una 
estrategia para ase-
gurar los derechos 
fundamentales pre-
valentes a la salud y 
a la vida de los neo-
natos prematuros y/o 
de bajo peso al nacer 
(BPN) en Colombia.

Se modifica la 
redacción

Artículo 2°. Defi-
niciones. Para efec-
tos de la presente 
ley, se entenderá 
por:

a) Prematuridad: 
Estado que defi-
ne el acto de nacer 
antes de la semana 
37 del período de 
gestación, indepen-
diente del peso.

b) Niño de bajo 
peso al nacer 
(BPN): Es el niño 
que nace con un 
peso inferior a 2500 
gramos indepen-
diente de la edad 
gestacional.

c) Programa Ma-
dre Canguro 
(PMC), también 
conocido como 
Programa Familia 
Canguro (PFC): 
es el conjunto de 
actividades organi-
zadas destinadas a 
realizar una inter-
vención específica 
en salud, en este 
caso la intervención 
siguiendo el Méto-
do Madre Canguro, 
con un equipo de 
personal de aten-
ción en salud debi-
damente entrenado 
y organizado, den-
tro de una estructu-
ra física y adminis-
trativa definida. 

Artículo 2°. Defini-
ciones. Para efectos 
de la presente ley, se 
entenderá por:

a) Prematuridad: 
Estado que define el 
acto de nacer antes 
de la semana 37 del 
período de gestación, 
independiente del 
peso.

b) Niño de bajo peso 
al nacer (BPN): Es 
el niño que nace con 
un peso inferior a 
2500 gramos inde-
pendiente de la edad 
gestacional.

c) Programa Madre 
Canguro (PMC), 
también conocido 
como Programa 
Familia Canguro 
(PFC): es el conjun-
to de actividades or-
ganizadas destinadas 
a realizar una inter-
vención específica en 
salud, en este caso la 
intervención siguien-
do el Método Madre 
Canguro, con un 
equipo de personal 
de atención en salud 
debidamente entre-
nado y organizado, 
dentro de una estruc-
tura física y adminis-
trativa definida. 

Sin modifica-
ciones

Texto original Texto propuesto 
para Primer Debate Justificación

d) El Método 
Madre Canguro 
(MMC) es un sis-
tema de cuidados 
del niño o niña pre-
maturo y/o de bajo 
peso al nacer, es-
tandarizado y pro-
tocolizado, basado 
en el contacto piel 
a piel entre el niño 
prematuro y/o de 
bajo peso al nacer y 
su familia, lactancia 
materna exclusiva 
cuando es posible y 
salida precoz a casa 
en Posición Cangu-
ro bajo un segui-
miento ambulatorio 
estricto durante el 
primer año de edad 
corregida. El MMC 
busca empoderar a 
la madre, a los pa-
dres o cuidadores, 
y transferir gradual-
mente la capacidad 
y responsabilidad 
de ser quien cuide 
de manera prima-
ria de su infante, 
satisfaciendo sus 
necesidades físicas 
y emocionales.

d) El Método Madre 
Canguro (MMC) es 
un sistema de cuida-
dos del niño o niña 
prematuro y/o de 
bajo peso al nacer, 
estandarizado y pro-
tocolizado, basado 
en el contacto piel 
a piel entre el niño 
prematuro y/o de 
bajo peso al nacer y 
su familia, lactancia 
materna exclusiva 
cuando es posible y 
salida precoz a casa 
en Posición Canguro 
bajo un seguimiento 
ambulatorio estricto 
durante el primer año 
de edad corregida. 
El MMC busca em-
poderar a la madre, 
a los padres o cui-
dadores, y transferir 
gradualmente la ca-
pacidad y responsa-
bilidad de ser quien 
cuide de manera pri-
maria de su infante, 
satisfaciendo sus ne-
cesidades físicas y 
emocionales.

Artículo 3°. Ac-
ceso universal 
y obligatorio al 
Programa Madre 
Canguro. El ac-
ceso al Programa 
Madre Canguro de 
calidad para benefi-
cio de los neonatos 
prematuros y/o de 
bajo peso al nacer, 
será obligatorio con 
el fin de asegurar 
el acceso eficaz y 
universal, que per-
mita garantizar una 
atención integral, 
de forma continua 
y de calidad, en 
concordancia con 
los principios del 
Sistema General de 
Seguridad Social en 
salud.

Artículo 3°. Acceso 
universal y obliga-
torio al Programa 
Madre Canguro. El 
acceso al Programa 
Madre Canguro de 
calidad para benefi-
cio de los neonatos 
prematuros y/o de 
bajo peso al nacer, 
será obligatorio con 
el fin de asegurar 
el acceso eficaz y 
universal, que per-
mita garantizar una 
atención integral, de 
forma continua y de 
calidad, en concor-
dancia con los princi-
pios del Sistema Ge-
neral de Seguridad 
Social en salud.

Sin modifica-
ciones
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Texto original Texto propuesto 
para Primer Debate Justificación

Artículo 4°. Ga-
rantía de acceso. 
Las diferentes pres-
tadoras de salud y 
las aseguradoras del 
régimen contribu-
tivo y del régimen 
subsidiado, deberán 
garantizar que los 
niños y niñas pre-
maturos y/o BPN, 
accedan al Progra-
ma Madre Cangu-
ro que cumpla con 
los estándares de 
calidad dispuestos 
en los diferentes 
lineamientos, guías 
técnicas y disposi-
ciones legales, que 
den cuenta de una 
correcta implemen-
tación del Método 
Madre Canguro. El 
personal médico y 
las instituciones de 
naturaleza pública 
o privada, con in-
dependencia de su 
naturaleza jurídica, 
que obstaculicen 
y/o nieguen la pres-
tación del servicio 
de salud del Progra-
ma Madre Canguro 
serán sancionados 
penal y disciplina-
riamente.

Artículo 4°. Garan-
tía de acceso. Las di-
ferentes prestadoras 
de salud y las asegu-
radoras del régimen 
contributivo y del 
régimen subsidiado, 
deberán garantizar 
que los niños y niñas 
prematuros y/o BPN 
bajo peso al nacer, 
accedan al Programa 
Madre Canguro que 
cumpla con los es-
tándares de calidad 
dispuestos en los di-
ferentes lineamien-
tos, guías técnicas y 
disposiciones lega-
les, que den cuenta de 
una correcta imple-
mentación del Méto-
do Madre Canguro. 
El personal médico 
y las instituciones 
de naturaleza pú-
blica o privada, con 
independencia de su 
naturaleza jurídica, 
que obstaculicen y/o 
nieguen la prestación 
del servicio de salud 
del Programa Madre 
Canguro serán san-
cionados penal y dis-
ciplinariamente.

Se modifica la 
redacción

Artículo 5°. Pro-
moción del Pro-
grama Madre 
Canguro. El Mi-
nisterio de Salud y 
Protección Social 
promoverá la pro-
moción, creación, 
fortalecimiento e 
implementac ión 
obligatoria del Pro-
grama Madre Can-
guro con cobertura 
total en el territorio 
nacional, según los 
lineamientos técni-
cos publicados por 
el Ministerio. 

Artículo 5°. Promo-
ción del Programa 
Madre Canguro. El 
Ministerio de Salud 
y Protección Social 
promoverá la pro-
moción, creación, 
fortalecimiento e im-
plementación obliga-
toria del Programa 
Madre Canguro con 
cobertura total en el 
territorio nacional, 
según los lineamien-
tos técnicos publica-
dos por el Ministerio. 

Sin modifica-
ciones

Texto original Texto propuesto 
para Primer Debate Justificación

Artículo 6°. Guías 
de práctica clíni-
ca. El Ministerio 
de Salud y Protec-
ción Social deberá 
realizar, actuali-
zar y emitir guías 
de práctica clínica 
para la implemen-
tación de calidad 
del Método Madre 
Canguro en las di-
ferentes prestadoras 
de salud, así como 
en las aseguradoras 
del régimen contri-
butivo y del régi-
men subsidiado.

Artículo 6°. Guías 
de práctica clínica. 
El Ministerio de Sa-
lud y Protección So-
cial deberá realizar, 
actualizar y 

emitir guías de prác-
tica clínica para la 
implementación de 
calidad del Método 
Madre Canguro en 
las diferentes pres-
tadoras de salud, así 
como en las asegu-
radoras del régimen 
contributivo y del 
régimen subsidiado.

Artículo 7°. Regu-
lación de la presta-
ción del servicio de 
salud del Progra-
ma Madre Cangu-
ro. Con el fin de re-
gular la prestación 
del servicio de sa-
lud en el Programa 
Madre Canguro, el 
Ministerio de Salud 
y Prestación Social, 
de acuerdo a sus 
funciones, estable-
cerá:

a) Los lineamientos 
para que el Progra-
ma Madre Cangu-
ro se adapte a las 
necesidades del 
territorio nacional 
y sus diversidades, 
teniendo en cuen-
ta los criterios y la 
autonomía del Sis-
tema Indígena de 
Salud Propio Inter-
cultural (SISPI).

b) Los requisitos 
y el procedimien-
to para garantizar 
el funcionamiento 
integral del Progra-
ma Madre Canguro 
teniendo en cuenta 
criterios poblacio-
nales, epidemioló-
gicos, financieros y 
socioeconómicos.

Parágrafo. El Mi-
nisterio de Salud y 
Prestación Social 
reglamentará lo dis-
puesto en la presen-
te Ley en un plazo 
no mayor a seis (6) 
meses contados a 
partir de la entrada 
en vigencia de la 
presente ley. 

Artículo 7°. Regula-
ción de la prestación 
del servicio de salud 
del Programa Madre 
Canguro. Con el fin 
de regular la presta-
ción del servicio de 
salud en el Programa 
Madre Canguro, el 
Ministerio de Salud y 
Prestación Social, de 
acuerdo a sus funcio-
nes, establecerá:

a) Los lineamientos 
para que el Progra-
ma Madre Canguro 
se adapte a las nece-
sidades del territorio 
nacional y sus diver-
sidades, teniendo en 
cuenta los criterios 
y la autonomía del 
Sistema Indígena de 
Salud Propio Inter-
cultural (SISPI).

b) Los requisitos y el 
procedimiento para 
garantizar el funcio-
namiento integral 
del Programa Madre 
Canguro teniendo 
en cuenta criterios 
poblacionales, epi-
demiológicos, finan-
cieros y socioeconó-
micos.

Parágrafo. El Mi-
nisterio de Salud y 
Prestación Social 
reglamentará lo dis-
puesto en la presente 
Ley en un plazo no 
mayor a seis (6) me-
ses contados a partir 
de la entrada en vi-
gencia de la presente 
ley. 

Se elimina pa-
rágrafo, ya que 
la obligación 
es inmediata y 
no es necesa-
rio poner pe-
riodo de apli-
cación en este 
artículo. 
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Texto original Texto propuesto 
para Primer Debate Justificación

Artículo 8°. Se-
guimiento de la 
prestación del ser-
vicio de salud del 
Programa Madre 
Canguro.

La Superintenden-
cia Nacional de 
Salud realizará las 
funciones de vigi-
lancia y control del 
Programa Madre 
Canguro, en aras 
de garantizar que 
este se desarrolle 
en condiciones de 
calidad conforme 
las guías, los linea-
mientos y la evi-
dencia científica 
aportada.

Parágrafo. La Su-
perintendencia Na-
cional de Salud lo 
dispuesto en el ar-
tículo 7º de la pre-
sente ley en un pla-
zo no mayor a seis 
(6) meses contados 
a partir de la entra-
da en vigencia de la 
presente ley.

Artículo 8°. Segui-
miento de la presta-
ción del servicio de 
salud del Programa 
Madre Canguro. La 
Super in tendencia 
Nacional de Salud 
realizará las funcio-
nes de vigilancia y 
control del Progra-
ma Madre Canguro, 
en aras de garantizar 
que este se desarro-
lle en condiciones de 
calidad conforme las 
guías, los lineamien-
tos y la evidencia 
científica aportada. 

Parágrafo. La Su-
perintendencia Na-
cional de Salud lo 
dispuesto en el artí-
culo 7º de la presente 
ley en un plazo no 
mayor a seis (6) me-
ses contados a partir 
de la entrada en vi-
gencia de la presente 
ley.

Se elimina pa-
rágrafo, ya que 
la obligación 
es inmediata y 
no es necesa-
rio poner pe-
riodo de apli-
cación en este 
artículo. 

Artículo Nuevo.

Artículo 9°. El Mi-
nisterio de Salud y 
Prestación Social 
reglamentará lo dis-
puesto en la presen-
te Ley en un plazo 
no mayor a seis (6) 
meses contados a 
partir de la entrada 
en vigencia.

Se agrega ar-
tículo, para 
referir los tér-
minos de re-
glamentación.

Artículo 9°. Ámbito 
de aplicación. Las 
disposiciones pre-
vistas en la presente 
ley, serán aplicables 
en todo el territorio 
nacional en insti-
tuciones que inter-
vengan de forma 
directa o indirecta 
en la prestación del 
Programa Madre 
Canguro.

Artículo 9 
10. Ámbito de 
aplicación. Las dis-
posiciones previstas 
en la presente ley 
serán aplicables en 
todo el territorio na-
cional en institucio-
nes que intervengan 
de forma directa o 
indirecta en la pres-
tación del Programa 
Madre Canguro.

Modificación 
de orden nu-
mérico

Artículo 10. Vi-
gencia y deroga-
torias. La presente 
Ley rige a partir 
de su publicación 
y deroga todas las 
disposiciones que 
le sean contrarias.

Artículo 10 11. Vi-
gencia y derogato-
rias. La presente Ley 
rige a partir de su 
publicación y deroga 
todas las disposicio-
nes que le sean con-
trarias. 

Modificación 
de orden nu-
mérico

7.	 Texto propuesto para primer debate
PROYECTO DE LEY NÚMERO 317 DE 2022
por el cual se dictan disposiciones para garantizar 

el acceso universal y obligatorio, en todo el territorio 
nacional, al Programa Madre Canguro, en beneficio de 

neonatos prematuros y/o de bajo peso al nacer.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO I

Disposiciones generales
Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley 

tiene por objeto dictar las disposiciones que permitan 
garantizar el acceso universal y obligatorio, en todo el 
territorio nacional, al Programa Madre Canguro, como 
una estrategia para asegurar los derechos prevalentes a la 
salud y a la vida de los neonatos prematuros y/o de bajo 
peso al nacer (BPN) en Colombia.

Artículo 2°. Definiciones. Para efectos de la presente 
ley, se entenderá por:

a)	 Prematuridad: Estado que define el acto de 
nacer antes de la semana 37 del período de gestación, 
independiente del peso.

b)	 Niño de bajo peso al nacer (BPN): Es el 
niño que nace con un peso inferior a 2500 gramos 
independiente de la edad gestacional.

c)	 Programa Madre Canguro (PMC), también 
conocido como Programa Familia Canguro (PFC): 
es el conjunto de actividades organizadas destinadas a 
realizar una intervención específica en salud, en este caso 
la intervención siguiendo el Método Madre Canguro, con 
un equipo de personal de atención en salud debidamente 
entrenado y organizado, dentro de una estructura física y 
administrativa definida. 

d)	 El Método Madre Canguro (MMC): es un 
sistema de cuidados del niño o niña prematuro y/o de 
bajo peso al nacer, estandarizado y protocolizado, basado 
en el contacto piel a piel entre el niño prematuro y/o 
de bajo peso al nacer y su familia, lactancia materna 
exclusiva cuando es posible y salida precoz a casa en 
Posición Canguro bajo un seguimiento ambulatorio 
estricto durante el primer año de edad corregida. El MMC 
busca empoderar a la madre, a los padres o cuidadores, 
y transferir gradualmente la capacidad y responsabilidad 
de ser quien cuide de manera primaria de su infante, 
satisfaciendo sus necesidades físicas y emocionales.

Artículo 3°. Acceso universal y obligatorio al 
Programa Madre Canguro: El acceso al Programa 
Madre Canguro de calidad para beneficio de los neonatos 
prematuros y/o de bajo peso al nacer, será obligatorio con 
el fin de asegurar el acceso eficaz y universal, que permita 
garantizar una atención integral, de forma continua y de 
calidad, en concordancia con los principios del Sistema 
General de Seguridad Social en salud.

Parágrafo. Las características y disposiciones para 
la implementación del Programa Madre Canguro se 
encuentran reglamentadas mediante las orientaciones 
emitidas por el Ministerio de Salud y Protección Social 
en los Lineamientos Técnicos para la implementación del 
Programa Madre Canguro, con énfasis en la nutrición del 
neonato prematuro o de bajo peso al nacer. 

Artículo 4°. Garantía de acceso. Las diferentes 
prestadoras de salud y las aseguradoras del régimen 
contributivo y del régimen subsidiado, deberán garantizar 
que los niños y niñas prematuros y/o bajo peso al nacer, 
accedan al Programa Madre Canguro que cumpla con 
los estándares de calidad dispuestos en los diferentes 
lineamientos, guías técnicas y disposiciones legales, que 
den cuenta de una correcta implementación del Método 
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Madre Canguro. El personal médico y las instituciones 
de naturaleza pública o privada, con independencia de 
su naturaleza jurídica, que obstaculicen y/o nieguen la 
prestación del servicio de salud del Programa Madre 
Canguro serán sancionados penal y disciplinariamente.

Artículo 5°. Promoción del Programa Madre Canguro. 
El Ministerio de Salud y Protección Social promoverá la 
promoción, creación, fortalecimiento e implementación 
obligatoria del Programa Madre Canguro con cobertura 
total en el territorio nacional, según los lineamientos 
técnicos publicados por el Ministerio. 

Artículo 6°. Guías de práctica clínica. El Ministerio 
de Salud y Protección Social deberá realizar, actualizar y 
emitir guías de práctica clínica para la implementación 
de calidad del Método Madre Canguro en las diferentes 
prestadoras de salud, así como en las aseguradoras del 
régimen contributivo y del régimen subsidiado.

Artículo 7°. Regulación de la prestación del servicio 
de salud del Programa Madre Canguro. Con el fin de 
regular la prestación del servicio de salud en el Programa 
Madre Canguro, el Ministerio de Salud y Prestación 
Social, de acuerdo a sus funciones, establecerá:

a)	 Los lineamientos para que el Programa Madre 
Canguro se adapte a las necesidades del territorio 
nacional y sus diversidades, teniendo en cuenta los 
criterios y la autonomía del Sistema Indígena de Salud 
Propio Intercultural (SISPI).

b)	 Los requisitos y el procedimiento para garantizar 
el funcionamiento integral del Programa Madre 
Canguro teniendo en cuenta criterios poblacionales, 
epidemiológicos, financieros y socioeconómicos.

Artículo 8°. Seguimiento de la prestación del 
servicio de salud del Programa Madre Canguro. 
La Superintendencia Nacional de Salud realizará las 
funciones de vigilancia y control del Programa Madre 
Canguro, en aras de garantizar que este se desarrolle 
en condiciones de calidad conforme las guías, los 
lineamientos y la evidencia científica aportada. 

Artículo 9°. Periodo de reglamentación. El 
Ministerio de Salud y Prestación Social reglamentará lo 
dispuesto en la presente Ley en un plazo no mayor a seis 
(6) meses contados a partir de su entrada en vigencia.

Artículo 10. Ámbito de aplicación. Las disposiciones 
previstas en la presente ley, serán aplicables en todo el 
territorio nacional en instituciones que intervengan de 
forma directa o indirecta en la prestación del Programa 
Madre Canguro. 

Artículo 11. Vigencia y derogatorias. La presente 
Ley rige a partir de su publicación y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias. 

Cordialmente,

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

329 DE 2022 CÁMARA, 84 DE 2022 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Protocolo de 

Enmienda del Acuerdo de Marrakech por el que se 
establece la OMC, mediante el cual se inserta el texto 
del Acuerdo sobre Subvenciones a la pesca” adoptado 

por el Consejo General de la Organización Mundial del 
Comercio en Ginebra, Suiza, el 17 de junio de 2022.
Contenido de informe de ponencia:
I.	 TRÁMITE DE LA INICIATIVA Y 

ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY
II.	 OBJETO Y ANÁLISIS DEL PROYECTO DE 

LEY
III.	 ANÁLISIS EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
IV.	 PROBLEMÁTICA DE LA PESCA 

PERJUDICIAL MARINA EN COLOMBIA (PESCA 
ILEGAL, NO DECLARADA Y NO REGULADA - 
INDNR) / ALGUNOS DATOS SOBRE EL SECTOR 
PESQUERO MARINO EN COLOMBIA

V.	 CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 329 DE 2022 CÁMARA, 84 DE 2022 
SENADO.

VI.	 CONTENIDO DEL ACUERDO DE 
SUBVENCIONES A LA PESCA MARINA DE LA 
ORGANIZACIÓN MUNDIAL DEL COMERCIO 
(ASPM-OMC)

VII.	 ANÁLISIS PRINCIPALES COMPONENTES 
NORMATIVOS DEL ASPM-OMC VIII:	 CONCEPTO 
TÉCNICO INSTITUCIONAL DE LA AUNAP-
MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO 
RURAL (MADR)

IX.	 FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES Y 
LEGALES DEL PROYECTO

X.	 CONCLUSIONES
XI.	 PROCEDIMIENTO DE CONSULTA PREVIA 

A LAS COMUNIDADES ÉTNICAS
XII.	 ANÁLISIS DE IMPACTO FISCAL
XIII.	ANÁLISIS SOBRE POSIBLE CONFLICTO 

DE INTERÉS
XIV.	PROPOSICIÓN
XV.	 TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 

DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 329 DE 
2022 CÁMARA, 84 DE 2022 SENADO.

El Informe de Ponencia de este proyecto de ley se 
rinde en los siguientes términos:

I.	 TRÁMITE DE LA INICIATIVA Y 
ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY

El Acuerdo sobre subvenciones a la pesca fue 
adoptado el 17 de junio de 2022 en la Duodécima 
Conferencia Ministerial (CM12) de la Organización 
Mundial del Comercio (en adelante, “OMC”) en Ginebra 
(Suiza), el cual tiene por objeto prohibir las subvenciones 
a la pesca perjudiciales por cuanto constituyen un factor 
relevante en el agotamiento de las poblaciones de peces 
en el mundo1.

El 29 de julio de 2022, el Gobierno del presidente 
Iván Duque, a través de las ministras de Relaciones 
Exteriores y de Comercio, Industria y Turismo, presentó 
a la Secretaría General del Senado de la República 

1	  	 Organización Mundial del Comercio (OMC), 
(2022). Hoja informativa. Acuerdo sobre subvenciones a 
la pesca, p. 1. Obtenido de: https:/www.wto.org/spanish/
tratop_s/rulesneg_s/fish_s/fish_s.htm 
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el Acuerdo mencionado y el Proyecto de ley con su 
correspondiente exposición de motivos.

En cumplimiento del artículo 144 de la Ley 5ª de 1992, 
el Proyecto de ley 84 de 2022 Senado, fue publicado 
oficialmente en la Gaceta del Congreso número 892 de 
8 de agosto de 2022. El informe de ponencia en primer 
debate en Senado fue publicado en la Gaceta del Congreso 
número 1320 de 2022, y se aprobó en primer debate en 
sesión de la Comisión Segunda Constitucional Senado el 
día 2 de noviembre de 2022. El informe de ponencia en 
segundo debate en Senado fue publicado en la Gaceta 
del Congreso número 1462 de 2022, y se aprobó por 
unanimidad el texto definitivo, sin modificaciones en 
Sesión Plenaria del Senado de la República del día 14 
de diciembre de 2022, texto publicado en la Gaceta del 
Congreso número 1708 de 2022.

El Proyecto de ley número 329 de 2022 Cámara, fue 
radicado el día 19 de diciembre de 2022 en la Comisión 
Segunda Constitucional de la Cámara de Representante. 
Para el primer debate fueron designadas como 
Coordinadoras ponentes las honorables Representantes 
Mary Anne Perdomo Gutiérrez y Elizabeth Jay-Pang 
Díaz, y como ponentes a los honorables Representantes 
Jhoany Carlos Alberto Palacios y Alexánder Guarín 
Silva, mediante oficio CSCP - 3.2.02.784/2023 (IS) del 
15 de marzo de 2023.

II.	 OBJETO Y ANÁLISIS DEL PROYECTO 
DE LEY

El Proyecto de ley número 329 de 2022 Cámara y 84 
de 2022 Senado, tiene por objeto aprobar el “Protocolo 
de enmienda del Acuerdo de Marrakech por el que se 
establece la OMC, mediante el cual se inserta el texto 
del Acuerdo sobre subvenciones a la pesca”, adoptado 
por el Consejo General de la Organización Mundial del 
Comercio en Ginebra, Suiza, el 17 de junio de 20222.

El Proyecto de ley consta de tres (3) disposiciones 
normativas. Mediante su artículo primero se aprueba 
el Protocolo de enmienda al Acuerdo de Marrakech a 
través del cual se inserta el Acuerdo sobre subvenciones 
a la pesca. En el artículo segundo, conforme a la Ley 
7ª de 1944, la aprobación del Protocolo sólo obligará 
a Colombia a partir del perfeccionamiento del vínculo 
internacional, el cual se alcanza con los actos de 
ratificación por parte del gobierno nacional. Por último, 
el artículo tercero establece la vigencia de la ley a partir 
de la publicación de la ley3.

Se menciona en la ponencia y durante el debate 
que tuvo trámite en Senado, sobre la importancia del 
Acuerdo por la condición bioceánica de Colombia, y la 
relevancia que para los territorios marítimos y costeros 
del país implica su ratificación, en tanto va dirigido a 
la prohibición de subvenciones a la pesca perjudicial 
marina contribuyendo, de este modo, a la protección de 
los recursos marinos y el desarrollo de la pesca nacional.

III	 ANÁLISIS EXPOSICIÓN DE MOTIVOS4

La exposición de motivos que sustenta el Proyecto 
de ley está conformada por cinco (5) apartados. Primero, 
una introducción que hace referencia general al Acuerdo 
Internacional de Subvenciones a la Pesca Marina (en 
adelante, ASPM) que se pretende aprobar, señalando que 
el ASPM es un desarrollo del Mandato del Programa de 

2	  	 Ministerio de Relaciones Exteriores; Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo. (2022). Ponencia Pro-
yecto de Ley 84 Senado. Bogotá. 

3	  	 Ministerio de Relaciones Exteriores; Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo. (2022). Ponencia Pro-
yecto de Ley 84 Senado. Bogotá.

4	 	 Ibíd.

Trabajo de Doha para el Desarrollo de la OMC, que se 
encuentra en la Declaración Ministerial de Doha al igual 
que en la Declaración Ministerial de Hong Kong. En 
el segundo, se realiza una explicación de la naturaleza, 
funciones y funcionamiento de la OMC. De igual modo, 
se presenta una breve trayectoria de Colombia como 
miembro de la Organización y el papel protagónico del país 
en la última fase de la negociación del Acuerdo referido. 
En el tercero se presenta el contexto, los antecedentes y 
el contenido tanto del Protocolo de enmienda como del 
Acuerdo sobre subvenciones a la pesca. En el cuarto se 
analiza el cumplimiento de los principios, criterios y 
fines constitucionales establecidos para la negociación y 
suscripción de convenios y tratados internacionales por 
parte del Estado Colombiano. Por último, se explican los 
beneficios para Colombia de aprobar el Proyecto de ley 
329 de 2022 Cámara, 84 de 2022 Senado, por medio del 
cual se adopta el Protocolo de enmienda al Acuerdo de 
Marrakech consistente en el Acuerdo de subvenciones a 
la pesca marina.

Por el objeto del proyecto de ley el análisis de la 
exposición de motivos se centrará en los tres últimos 
apartados.

•	 Contexto, antecedentes y contenido del 
Protocolo de enmienda y del Acuerdo sobre subvenciones 
a la pesca. Se destaca que las negociaciones del Acuerdo 
se iniciaron desde 2001 las que estuvieron estancadas 
durante 15 años, dándose un nuevo impulso a partir de 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de 2015. El 
Acuerdo va encaminado al cumplimiento del Objetivo de 
Desarrollo Sostenible 14.6 relacionado con la eliminación 
de las subvenciones de la pesca ilegal, no declarada y no 
reglamentada (INDNR) a partir del cual la negociación 
del Acuerdo debe tener un trato especial y diferenciado 
para los países en desarrollo. En este sentido, vía la OMC 
se dispone también normas de conservación de recursos 
naturales marinos.

En cuanto el contenido del Protocolo se hace expresa 
alusión como mecanismo de enmienda para incluir el 
Acuerdo como anexo integral del Acuerdo constitutivo de 
la OMC con el propósito de concederle fuerza vinculante 
al Acuerdo de subvenciones a la pesca. El Protocolo no 
autoriza la formulación de reservas por parte de ningún 
miembro. Su vigencia comienza a operar una vez haya 
sido aceptada por las dos terceras (2/3) partes de los 
miembros de la Organización. Y se establece a la directora 
general de la OMC como depositaria de los instrumentos 
de ratificación o aceptación.

Por otro lado, se indica que el objeto del Acuerdo es 
eliminar las subvenciones a la pesca ilegal, no declarada 
y no reglamentada (INDNR), a la pesca de poblaciones en 
estado de sobrepesca y sobreexplotación y la pesca en las 
aéreas de alta mar no reguladas. En cuanto su alcance, 
se destaca que la acuicultura y la pesca continental no 
están contempladas como ámbito de aplicación del 
Acuerdo, al igual que los contratos entre gobiernos de 
acceso a pesquerías y sus correspondientes pagos no 
son consideradas subvenciones; dejando claro que los 
subsidios serán atribuidos a los Estados que los concedan 
independiente del pabellón o nacionalidad del receptor.

En general, la exposición de motivos hace un 
recuento de las disposiciones normativas del Acuerdo. 
Allí se resaltan las disposiciones sobre las definiciones de 
términos utilizados en el Acuerdo a partir de acepciones 
ya acordadas y empleadas internacionalmente para 
evitar interpretaciones diversas sobre el asunto. El 
artículo tercero (3º) es uno de los pilares del Acuerdo por 
cuanto contempla las disciplinas que fomentan la pesca 
perjudicial.
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La exposición presenta el siguiente orden del 
Acuerdo. En el artículo 3° se establece lo que constituye 
pesca INDNR, las condiciones de hecho que activarán la 
prohibición de subvenciones, la obligación de informar al 
Comité de la OMC la decisión final sobre pesca INDNR, 
la sanción aplicable y su duración. En el artículo 5° la 
obligación de los Estados Parte del ASB que otorguen 
subvenciones de notificar las medidas adoptadas para 
implementar la prohibición principal. También se destaca 
el reconocimiento y relación del ASB con el Acuerdo 
sobre medidas del Estado rector del puerto. De igual 
modo, también se señala la obligación que surge para los 
Estados miembros de aplicar sus propios procedimientos 
administrativos, decretos y leyes con miras a garantizar 
la efectividad operativa de las disposiciones. Otro 
elemento destacado por la exposición de motivos son las 
denominadas cláusulas de paz para los países en desarrollo 
mediante las cuales se conceden una especie de periodo 
de gracia de dos (2) años, contados a partir de la entrada 
en vigor del ASP, para permitir la implementación de las 
medidas.

De igual forma, otros componentes reseñados, es el 
relacionado con el mecanismo de financiación voluntario 
de la OMC para apoyo de asistencia técnica (artículo 7), la 
creación del Comité de Subvenciones a la Pesca, el examen 
anual del funcionamiento del instrumento y del Comité y 
el examen periódico para evaluar la efectividad del ASP. 
Por último, se indican las excepciones a la prohibición en 
los casos de desastres y, sin ser excepción, lo relativo al 
principio de moderación en las subvenciones en los casos 
en que se desconozca el estado de las poblaciones de peces.

Finalmente, la exposición de motivos presenta con 
claridad que ninguna de las obligaciones y medidas 
derivadas del ASPM-OMC afectará de ninguna manera las 
limitaciones de las fronteras marítimas, ni las cuestiones 
por reivindicaciones territoriales, ni otorgan nuevas 
competencias de las que ya tienen a las OROP/AROP 
(Organización Regional de Ordenación Pesquera/ Arreglo 
Regional de Ordenación Pesquera).

•	 Cumplimiento de los principios, criterios y 
fines constitucionales establecidos para la negociación y 
suscripción de convenios y tratados internacionales por 
parte del Estado Colombiano. Aquí se ·hace referencia 
a los principios-criterios de equidad, reciprocidad y 
conveniencia nacional que el gobierno nacional debe 
observar al momento de la celebración de acuerdos 
internacionales. En este sentido, afirma la exposición de 
motivos que, el ASP cumple con el principio-criterio 
de equidad en la medida que está dirigido a prohibir y 
eliminar del comercio global las subvenciones a la pesca 
perjudicial como una práctica que se encamina a reproducir 
y profundizar las asimetrías de desarrollo económico, 
procurando tratamiento diferenciados para los países en 
desarrollo y menos adelantados. En relación íntima con 
el anterior, evaluado el ASP en su integridad, el principio 
de reciprocidad también se cumpliría al establecerse una 
mutua correspondencia de ventajas y concesiones de los 
miembros de la OMC, que no implican para Colombia 
asumir condiciones desfavorables. Finalmente, señala 
la exposición, que el criterio de conveniencia nacional 
se cumple al permitir, vía aprobación del ASP, el interés 
nacional y general del crecimiento económico con la 
explotación limitada, sostenible y protegida de los recursos 
marinos.

Por otro lado, sobre la consulta previa a las 
comunidades étnicas en la exposición de motivos se 
indica que no se requiere de la misma en la medida que el 
ASP-OMC no afecta de manera directa a los territorios de 

aquellas “ni ocasionan desmedro de la integridad cultural, 
social y económicas de tales etnias”5.

•	 Beneficios para Colombia de aprobar el 
Proyecto de ley número 329 de 2022 Cámara, 84 de 2022 
Senado. En este aparte se reseña la participación activa de 
Colombia en las negociaciones del ASP, haciendo parte del 
grupo de países latinoamericanos “6Lat” (con Argentina, 
Costa Rica, Panamá, Perú y Uruguay) el cual, desde 2017, 
presentó una proposición que sirvió de punto de partida 
de disposiciones. De manera expresa detalla la exposición 
de motivos que Colombia se reservó “el necesario espacio 
regulatorio para efectos de poder desarrollar su pesca, 
tanto artesanal como industrial”6 con el fin de explotar 
las cuotas que le corresponden al país en la OROP y de 
generar empleo en las poblaciones costeras7,

Se destaca, así mismo, el establecimiento de la 
Mesa Nacional de Negociaciones para el ASP en el 
que se encontraron expertos técnicos y jurídicos de los 
Ministerios de Relaciones Exteriores, Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo; Ministerio de Agricultura 
y Desarrollo Rural, Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible y la Autoridad Nacional de Pesca (AUNAP), 
más sectores privados y de organizaciones sociales.

Para terminar, conforme la justificación del proyecto 
de ley, Colombia alcanzó los seis objetivos trazados: 1) 
Acordar disciplinas estrictas que prohíban las subvenciones. 
2) Reforzar la lucha contra la pesca perjudicial. 3) Limitar 
al máximo los subsidios dañinos de grandes potencias. 4) 
Reconocer las asimetrías de capacidades materiales de los 
miembros. 5) Preservar el espacio regulatorio necesario. 6) 
Brindar mayor nivel de transparencia de las OROP.

IV.	 PROBLEMÁTICA DE LA PESCA 
PERJUDICIAL MARINA EN COLOMBIA

(Pesca Ilegal, No Declarada y No Regulada - 
INDNR) / ALGUNOS DATOS SOBRE EL SECTOR 
PESQUERO MARINO EN COLOMBIA.

De acuerdo a la Procuraduría Delegada para Asuntos 
Ambientales y Agrarios y a la Fundación Mar Viva, en 
un informe realizado en el año 2016 considerado como el 
primer diagnóstico de esta problemática en el territorio 
marino nacional (Procuraduría Delegada para asuntos 
Ambientales y Agrarios; Fundación MarViva, 2016), la 
ubicación geoestratégica de Colombia lo convierte en 
el único Estado de Suramérica con amplios territorios 
marinos costeros en ambos océanos, por lo cual las 
actividades y usos de los espacios marinos constituye un 
tema de especial relevancia.

(...) por la ubicación del país el aprovechamiento de los 
recursos marinos solo es viable de manera multiespecífica, 
ya que varias especies de recursos pesqueros comparten un 
mismo hábitat, distribución y patrones de comportamiento, 
que hacen supuestamente imposible direccionar y ordenar 
el esfuerzo en un solo recurso pesquero8 (Procuraduría 
Delegada para asuntos Ambientales y Agrarios; Fundación 
MarViva, 2016).

5	  	 Ministerio de Relaciones Exteriores; Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo. (2022). Ponencia Pro-
yecto de Ley 84 Senado. Bogotá.

6	  	 Ibíd.
7	  	 Ibíd.
8	  	 El texto referido si bien hace relación a la pesca incidental 

y/o pesca de descarte, menciona características de los recursos 
marinos derivadas de la ubicación geoestratégica de Colombia 
que son necesarias considerar para un mejor entendimiento de las 
actividades de la pesca perjudicial en Colombia y del Acuerdo de 
Subvenciones a la Pesca (ASP) marina suscrito por el gobierno 
del presidente Duque.
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Este elevado nivel de diversidad biológica implica 
una abundancia relativamente baja de cada especie. 
Las cosechas de pescado son, por ende, relativamente 
modestas (en comparación con países vecinos como 
Perú, por ejemplo) y los ecosistemas son particularmente 
frágiles (Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE), 2016).

No obstante, aún bajo esta condición objetiva, no 
hemos logrado una explotación sostenible de dichos 
recursos marinos que potencien a Colombia en el sistema 
internacional y nos permita alcanzar, de paso, un mayor 
bienestar para la población insular, costera y del interior 
del país.

Pese a los esfuerzos aunados de organizaciones 
institucionales tales como la Comisión Colombiana del 
Océano, la Dirección Marítima (DIMAR), la Armada 
Nacional de Colombia (ARC) y la Escuela Superior 
de Guerra (ESDEG), aquel hecho puede obedecer a la 
ausencia de una conciencia marítima suficiente por parte 
del país, que contrasta con el espíritu andino de la Nación 
resultado de los procesos de asentamiento poblacional 
concentrados en esta región del país.

Siguiendo el Informe, de acuerdo a la gestión 
institucional relacionada con los procesos sancionatorios 
de la Autoridad Nacional de Acuicultura y Pesca 
(AUNAP), entre los años 2010 a 2014 la pesca ilegal 
en Colombia se presentó en mayor medida en el 
océano Pacífico (Procuraduría Delegada para asuntos 
Ambientales y Agrarios; Fundación MarViva, 2016). El 
61% de las investigaciones por esta actividad se radicaron 
allí, frente al 31 % ubicadas en el océano Atlántico - Mar 
Caribe. En cuanto a las sanciones, el 96 % se localizaron 
en el océano Pacífico y tan solo el 4 % en el Atlántico 
(Procuraduría Delegada para asuntos Ambientales y 
Agrarios; Fundación MarViva, 2016).

Este dato se compagina con los registros de solicitud 
de permisos para la pesca artesanal marina. De 2013 a 
2015 los departamentos que más solicitudes de permisos 
presentaron, en orden descendente, fueron: Nariño, 
Valle del Cauca, Chocó y Cauca; siendo el primero 
donde más se otorgaron permisos para el desarrollo de 
dicha actividad (Procuraduría Delegada para asuntos 
Ambientales y Agrarios; Fundación MarViva, 2016). Así, 
durante el año 2013, mientras para el océano Atlántico 
- Mar Caribe se otorgaron 42 % de los permisos, en el 
océano Pacífico se concedió el 58 %. Para el año 2014, 
el 44 % y el 56 %, respectivamente. Y para el año 2015, 
el 43 % y el 57 % (Procuraduría Delegada para asuntos 
Ambientales y Agrarios; Fundación MarViva, 2016).

De igual modo, los indicadores anteriores también 
se ajustan a los permisos otorgados por las autoridades 
de pesca en Colombia a embarcaciones extranjeras para 
las operaciones de pesca industrial durante los años que 
abarca el informe. De acuerdo a la nacionalidad de las 
embarcaciones extranjeras con permisos otorgados, 
los países que más frecuentan los espacios marinos 
en Colombia fueron: Ecuador (134), Honduras (127), 
Panamá (69), seguidos de Japón (33) y Nicaragua (27) 
(Procuraduría Delegada para asuntos Ambientales y 
Agrarios; Fundación MarViva, 2016).

Por último, otros indicadores también nos apuntan a 
la tendencia señalada sobre la concentración en nuestro 
océano Pacífico de las actividades de pesca ilegal y 
perjudicial en Colombia. De acuerdo a las retenciones 
a embarcaciones por presuntas actividades de pesca 
ilegal realizadas por la Armada Nacional de Colombia, 
entre los años 2002 a 2014, el 62% de las retenciones se 
efectuaron en el océano Pacífico y el 38% en el Atlántico. 
El 73% de las embarcaciones retenidas eran extranjeras, 
mientras el 27% eran nacionales. De las primeras, el 

42% eran de Ecuador, el 14,70% no se determinó su 
nacionalidad, el 6,70% de Honduras y el 5,70% de Costa 
Rica (Procuraduría Delegada para asuntos Ambientales y 
Agrarios; Fundación MarViva, 2016).

Para la Procuraduría Delegada para Asuntos 
Ambientales y Agrarios y la Fundación Mar Viva (...) se 
puede apreciar que el Estado a través de las entidades 
competentes ya sea en materia pesquera, ambiental o 
militar, debe prestar especial atención a las problemáticas 
presentadas en el Santuario de Fauna y Flora de Malpelo 
y el Parque Nacional Natural Gorgona, toda vez que los 
eventos que (...) y cifras otorgadas por la UAESPNN9 
demuestran una mayor realización de actividades 
relacionadas con la pesca ilegal en dichas áreas protegidas 
(Procuraduría Delegada para asuntos Ambientales y 
Agrarios; Fundación MarViva, 2016).

Estos datos nos indican que la pesca perjudicial 
en Colombia se ubica en mayor medida en el océano 
Pacífico con un mayor peso de las embarcaciones de 
origen extranjero, “(...) situación que hace más compleja 
la problemática al trascender el ámbito nacional” 
(Procuraduría Delegada para asuntos Ambientales y 
Agrarios; Fundación MarViva, 2016) debiendo aunar 
esfuerzos, en especial, con los Estados vecinos territoriales 
marítimos del Pacífico occidental latinoamericano.

Lo anterior va en sintonía con datos del informe “La 
pesca en Colombia: del agua a la mesa. Hacia dónde van 
nuestros océanos”, publicado en 2019 por Conservación 
Internacional Colombia y WWF Colombia. Según la 
publicación, en Colombia coexisten la pesca industrial, 
con embarcaciones de más de 10 metros (mts) de 
eslora y equipos tecnológicos que le permiten mayor 
autonomía y alcance en aguas marinas; y la artesanal 
o de pequeña escala, que realiza operaciones manuales 
y con embarcaciones de poca autonomía que, por lo 
mismo, generalmente trabajan cerca de la línea costera 
y es ejercida por comunidades locales (Conservación 
Internacional Colombia; WWF Colombia, 2019). De 
acuerdo a la clasificación por el tipo de pesca, su arte 
de pesca y patente registrada realizada por la Autoridad 
Nacional de Acuicultura y Pesca (AUNAP) del Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural (MADR) en el 
océano Pacífico colombiano se encontraban registradas 
109 motonaves que representaban el 60,2% de la flota 
nacional, para la fecha de la publicación; mientras en el 
Mar Caribe un total de 72 motonaves, que representaban 
alrededor del 39,8% (Conservación Internacional 
Colombia; WWF Colombia, 2019).

Los pescadores artesanales principalmente se 
dedican al pescado para el consumo local y, en aguas 
interiores, de especies ornamentales para la exportación 
(Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE), 2016). Según datos del MADR y 
la AUNAP, para 2014 en Colombia existían entre 67.000 
y 150.000 pescadores artesanales de los cuales alrededor 
de un tercio trabajaría en la costa y dos tercios operaría 
en aguas interiores (Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económicos (OCDE), 2016):

(...) los empleos indirectos en actividades conexas 
-tales como procesamiento, aterrizaje de pescado, 
mantenimiento de embarcaciones, transporte, comercio, 
y servicios- acercan el empleo total asociado con la pesca 
y la acuicultura a 1,5 millones de personas, (...) Esta 
cifra es un poco más del 5% del empleo nacional (...) 
actividades pesqueras y acuícolas [que] se encuentran 
en algunas de las regiones más pobres de Colombia (...) 
la mitad de las personas que participan en la producción 

9	  	 Unidad Administrativa Especial Parques Naturales 
de Colombia.
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pesquera y acuícola tienen solo un nivel de educación 
básica primaria y casi una quinta parte son analfabetos 
(...) Más de tres cuartas partes ganan menos del salario 
mínimo legal (Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE), 2016).

Por su parte, alrededor de 10.000 a 15.000 empleos 
adicionales directos estaban vinculados a la pesca 
industrial, la cual tiene por objetivo principal el atún y 
el camarón en gran medida con destino a exportación 
(OCDE). Para 2013, en total las exportaciones del sector 
pesca y acuicultura en Colombia ascendieron a USD 150 
millones, siendo sus principales destinos de exportación 
la Zona Franca de Cartagena, Estados Unidos, España, 
Francia y Ecuador (Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económicos (OCDE), 2016). “Los 
principales destinos de exportación del atún colombiano 
son Estados Unidos (68%) y la Unión Europea, con una 
mayor participación de Italia dentro de la Unión (39 %)” 

(Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural (MADR), 
2019).

En el caso del atún, el 86% de los desembarques totales 
correspondió a las especies aleta amarilla (Thunnus 
albacares) y barrilete (Katsuwonus pelamis), siendo la 
mayor captura de estas especies realizada en el Pacífico, 
pero desembarcada en los puertos de Barranquilla y 
Cartagena para un total en 2017 de 23.837 toneladas 
(ton), de las cuales el 99 % correspondió a capturas por 
flota industrial (Conservación Internacional Colombia; 
WWF Colombia, 2019).

Por el lado de la pesca de camarón, para 2018 
“las pesquerías de crustáceos en el Caribe aportan el 
14% de los desembarques (...) en mayor proporción 
proveniente de la pesca artesanal (...) dirigida al camarón 
blanco (Litopenaeus schmitti) y camarón rosado 
(Farfantopenaeus notialis)” (Conservación Internacional 
Colombia; WWF Colombia, 2019).

Tratándose del Pacífico,
la flota arrastrera industrial de camarón se clasifica en camarón de aguas someras (CAS, hasta una profundidad de 

40 brazas, 72 m), donde se aprovechan principalmente el camarón blanco o langostino (Penaeus occidentalis), camarón 
tití (Xiphopenaeus riveti) y camarón tigre (Rimapenaeus byrdi); y la otra como camarón de aguas profundas (CAP, 
hasta una profundidad mayor a las 40 brazas), donde se aprovechan principalmente el camarón pink (Farfantepenaeus 
brevirostris), camarón coliflor (Solenocera agassizi) y camarón café (Farfantepenaeus californiensis)(... ) industria del 
Pacífico ejerce su actividad sobre el recurso CAS (Conservación Internacional Colombia; WWF Colombia, 2019).

De acuerdo al informe de Conservación Internacional Colombia y WWF Colombia en el
segundo semestre de 2018 las estimaciones de los desembarcos de la pesca artesanal en Colombia se distribuyeron, 

entre pesca marina litoral y pesca continental en cuencas hidrográficas, así:

Así, según la OCDE (2016), para 2012 la contribución 
del sector de pesca y acuicultura en Colombia representó 
menos del 0,2% del PIB. Este dato se relaciona con las 
conclusiones de Conservación Internacional Colombia 
y la WWF Colombia para el año 2019 en relación a la 
pesca artesanal y la estadística monetaria del sector:

A pesar de la gran relevancia socioeconómica para 
los pobladores de las comunidades del país y de su 
marcada incidencia en la seguridad alimentaria de dichas 
comunidades y su entorno, se desconocía la valoración 
monetaria de los desembarcos pesqueros artesanales. 
De hecho, tradicionalmente el aporte de esta actividad 
a la economía nacional ha sido subvalorado, debido 
en gran parte al desconocimiento de los principales 
indicadores económicos de esta actividad (Conservación 
Internacional Colombia; WWF Colombia, 2019)

Por último, sobre el estado general de las especies 
marinas objeto de pesca en Colombia, en el informe de la 
OCDE (2016) nos alerta al afirmar que:

Se dice que más de la mitad de las especies marinas 
para las que se encontró información para este estudio 
son sobreexplotadas. Un tercio de estas especies son 
plenamente explotadas; es decir, capturadas en la 
vecindad del rendimiento máximo sostenible (RMS). 
El Rl\1S es el máximo anual de capturas que pueden ser 
tomadas de manera sostenible de una población de peces 
sin comprometer la productividad de esa población. 
Las reservas sobreexplotadas y plenamente explotadas 
de Colombia constituyen por tanto las existencias de 
la inmensa mayoría de las poblaciones actualmente 
capturadas (Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE), 2016).
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Esta afirmación es preocupante si se tiene en cuenta 
que conforme al mismo estudio “Hay una ausencia crítica 
de estadísticas confiables, las cuales son necesarias para 
caracterizar el sector pesquero y acuícola de Colombia. 
(...) La naturaleza principalmente informal de la 
producción de la acuicultura y pesca en Colombia y la 
dispersión de los pescadores y acuicultores en todo el 
país explican en parte esta situación” (Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), 
2016).

Finalmente, a modo de conclusión, los datos nos 
presentan que la actividad pesquera marina en Colombia 
se encuentra concentrada en el litoral Pacífico, que es de 
tipo industrial, en menor medida artesanal, esta última 
para el consumo propio, comunitario y local; que tiene 
al atún y el camarón como especies principales de pesca, 
con destino fundamental a la exportación y que, la 
inmensa mayoría de las especies sobre las que se practica 
la pesca, se encuentran en estado de sobreexplotación 
y plenamente explotadas. Que, no obstante, la pesca 
sea en el Pacífico los desembarques se realizan en los 
puertos del litoral caribe colombiano, práctica inducida, 
probablemente, por la atracción de la mejor capacidad 
de infraestructura de sus puertos, en comparación a los 
lugares de desembarque del Pacífico, y por los destinos 
de exportación hacia Occidente.

V.	 CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 329 DE 2022 CÁMARA, 84 de 2022 
SENADO10

El Proyecto de ley número 329 de 2022 Cámara, 84 
de 2022 Senado, cuenta con tres artículos. Mediante el 
primero de ellos se decreta que se apruebe el Acuerdo 
sobre Subvenciones a la Pesca adoptado por el Consejo 
General de la Organización Mundial del Comercio 
en Ginebra, Suiza, el 17 de junio de 2022. El segundo 
dispone que, conforme con el artículo 1° de la Ley 7ª 
de 1944, una vez se perfeccione el vínculo internacional 
aquel obligará a Colombia. Y el tercero ordena que la 
presente ley regirá a partir de su publicación.

VI.	 CONTENIDO DEL ACUERDO DE 
SUBVENCIONES A LA PESCA MARINA DE LA 
ORGANIZACIÓN MUNDIAL DEL COMERCIO 
(ASPM-OMC)11.

En la siguiente tabla se muestra un resumen de 
los componentes normativos del ASPM-OMC y una 
referencia a su contenido:

COMPONENTES  
NORMATIVOS CONTENIDO

Declaración Ministerial 17 ju-
nio 2022.

Conferencia Ministerial.

Duodécimo periodo de sesio-
nes

(12-15 junio 2022). Ginebra, 
Suiza.

-Recordando que en la 
anterior Conferencia Mi-
nisterial de 2017 (Buenos 
Aires) se acordó

10	  	 Ministerio de Relaciones Exteriores; Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo. (2022). Proyecto de Ley 
84 Senado, Bogotá.

11	  	 lbíd.

COMPONENTES  
NORMATIVOS CONTENIDO

-Que se adoptaría discipli-
nas amplias y eficaces que 
prohíba las subvenciones 
a la sobrepesca, sobreca-
pacidad y la pesca INDNR

-A partir del reconoci-
miento de trato diferencia-
do a los países en desarro-
llo y menos adelantados.

-Protocolo de Enmienda 
queda adoptado y se so-
mete a la aceptación de los 
miembros 

-El Grupo de Negociación 
sobre las Normas prose-
guirá las negociaciones 
sobre aspectos pendientes 
con miras a formular re-
comendaciones a la De-
cimotercera Conferencia 
Ministerial de la OMC.

-Vigencia del protocolo 
será enmendado el Acuer-
do de Marrakech (Acuer-
do de la OMC) insertado 
en el Anexo 1°.

Primera Parte

-Apéndice-

Protocolo de Enmienda

- Abierto a la aceptación 
de los miembros 

- No se permite reservas al 
Protocolo 

- Entrada en vigencia de 
conformidad con el artí-
culo X del Acuerdo de la 
OMC 

- Registrado de conformi-
dad con artículo 102 de la 
Carta ONU.

Segunda Parte

-Anexo-

Acuerdo de Subvenciones a la 
Pesca

Anexo

Artículo 1°

Alcance.

Pesca de captura marina 
salvaje y actividades de 
pesca en el mar.

Artículo 2°

Definiciones.

Peces o pescado / Pesca / 
Actividades relacionadas 
con la pesca / Buque /

Operador.

Artículo 3°

Subvenciones que contri-
buyen a la pesca

ilegal, no declarada y no 
regulada (INDNR)

Artículo 4°
Subvenciones respecto a 
las poblaciones

sobreexplotadas.
Artículo 5° Otras subvenciones
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COMPONENTES  
NORMATIVOS CONTENIDO

Artículo 6°

Disposiciones específicas 
para los PMA

[Países Menos Adelanta-
dos] Miembros.

Artículo 7° Asistencia técnica y crea-
ción de capacidad

Artículo 8° Notificación y transparen-
cia

Artículo 9° Disposiciones institucio-
nales

Artículo 10 Solución de diferencias
Artículo 11 Disposiciones finales

Artículo 12
Terminación del Acuerdo 
en caso de que no se adop-
ten disciplinas completas

Fuente: Informe de Ponencia para Primer Debate 
Senado, del Acuerdo sobre Subvenciones a la Pesca/
OMC-PL 84S de 2022. (Ministerio de Relaciones 
Exteriores; Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 
2022)

VII.	ANÁLISIS PRINCIPALES COMPONENTES 
NORMATIVOS DEL ASPM OMC12

La ponencia presentada en el Senado de la República 
analiza los principales componentes normativos del 
ASPM-OMC y sus aspectos más relevantes, análisis que 
se retoma en la presente ponencia de Proyecto de ley 
número 329 de 2022 Cámara, 84 de 2022 Senado, en los 
siguientes puntos:

1.	 Protocolo de enmienda.
Si bien no hace parte como tal del ASPM es el 

instrumento por el cual lo integra y enmienda, como 
anexo, al Acuerdo de Marrakech. Estipula que no se 
permite hacer reservas a ninguna de las disposiciones.

2.	 Sobre el alcance del Acuerdo (Artículo 1°)
El ASPM está limitado a las subvenciones a la “(...) 

pesca de captura marina salvaje y a las actividades 
relacionadas con la pesca en el mar” (Ministerio de 
Relaciones Exteriores; Ministerio de Comercio, Industria 
y Turismo, 2022, pág. 5), excluyendo así del ámbito de 
regulación la pesca fluvial, continental o lacustre.

3.	 Sobre las definiciones (Artículo 2°)
Cinco (5) definiciones contempla el ASP. Por el objeto 

del Acuerdo debe resaltarse la definición de “Pesca” 
la cual es empleada en términos amplios por cuanto 
es entendida como “la búsqueda, captura, recogida o 
recolección de peces o cualquier actividad que pueda 
dar lugar, previsible y razonablemente, a la atracción, 
localización, captura, extracción o recolección de peces” 
(pág. 5). A partir de la definición, en concordancia con 
el alcance del Acuerdo, se puede concluir que la pesca 
deportiva o de investigación, por ejemplo, quedaría 
excluida del mismo en tanto se refiere a la pesca de 
captura marina y las actividades relacionadas.

Otras definiciones relevantes son la de “buque” 
y “operador”. Con la primera se entiende cualquier 
embarcación, navío o barco equipado, utilizado o 
destinado para la pesca o actividades relacionadas. Y con 
la segunda, se designa al propietario o cualquier persona 
que administre, dirija o controle el buque (pág. 5), no 
haciendo distinción entre personas naturales o jurídicas 
o de derecho privado o público.

12	  	 Ministerio de Relaciones Exteriores; Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo. (2022). Proyecto de Ley 84 
Senado, Bogotá.

Finalmente, la definición de “actividades relacionadas 
con la pesca” amplía las actividades objeto de 
prohibición de subvenciones por cuanto se va entender 
cualquier operación de apoyo o preparación, incluido el 
desembarque, empaquetado, elaboración, transporte y 
transbordo, así como el suministro de otros elementos en 
el mar tales como personal y combustible (pág. 5)

4.	 Sobre las subvenciones a la pesca marina 
prohibidas y el principio de debida moderación 
respecto a otras situaciones (Artículos 3°, 4°, 5° y 6°)

Este es el objeto principal de regulación prohibitiva. 
Son tres (3) tipos de actividades sobre las cuales se 
prohíben las subvenciones. Una vez entrado en vigor el 
Protocolo de enmienda que anexa al Acuerdo de Marrakech 
el ASPM, siempre que haya sido aceptado por las dos 
terceras partes de sus miembros, ningún Estado Miembro 
de la OMC podrá conceder o mantener subvenciones a 
buques u operadores que practiquen la pesca ilegal, no 
declarada y no reglamentada (INDNR), al igual que 
cuando se trate de pesca de poblaciones sobreexplotadas. 
De igual modo, se prohíben las subvenciones a la pesca 
por fuera de la jurisdicción de un Estado miembro o no 
miembro o por fuera de la jurisdicción de competencia 
de una OROP/AROP. Es decir, en zonas no reguladas de 
alta mar (págs. 3-8)

Por otro lado, el Acuerdo ordena a los Estados 
Miembros actuar con especial cuidado y debida 
moderación al conceder subvenciones a buques que no 
enarbolan su pabellón o respecto a pesca de poblaciones 
que se desconozca su estado (págs. 3-8). Así mismo, 
cuando se trate de plantear casos de pesca INDNR y 
sus correspondientes soluciones de diferencias donde 
intervenga un País Menos Adelantado miembro (PMA) 
(págs. 3-8)

5.	 Sobre las entidades facultadas para formular 
“determinación positiva” por medio de la cual se 
considerará que un buque u operador practica la 
pesca INDNR (artículo 3°)13.

Tres entidades son facultadas por el ASPM para 
formular la determinación positiva: Un Estado ribereño 
miembro respecto de actividades bajo su jurisdicción, 
un Estado Miembro del pabellón respecto actividades 
relacionados por buques que enarbolan su pabellón 
y las OROP/AROP en las zonas y especies bajo su 
competencia. La determinación positiva es el acto por 
el cual un Estado Miembro realiza constatación fáctica 
pertinente y definitiva de que un buque u operador ha 
practicado la pesca INDNR y/o la constatación de que 
un buque u operador ha sido incluido en una lista de una 
OROP/AROP.

6.	 Sobre el procedimiento para aplicar la 
prohibición de subvención a la pesca (artículos 3° y 
9°)14.

El ASPM establece la obligación para el Estado 
ribereño miembro de notificar, por los canales 
apropiados, al Estado miembro del pabellón y, de 
conocerse, al Estado que ha otorgado la subvención, 
que ha retenido temporalmente un buque a la espera de 
investigación posterior o que ha iniciado efectivamente 
investigación por indicios de pesca INDNR incluyendo 
las circunstancias fácticas y las normas jurídicas internas 
administrativas aplicables al caso. El Estado que ha 
iniciado el procedimiento, posteriormente deberá brindar 
oportunidad a los Estados miembros notificados para 

13	  	 Ministerio de Relaciones Exteriores; Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo. (2022). Proyecto de ley 84 
Senado, Bogotá.

14	  	 Ibid.
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el intercambio de información, pudiendo especificar la 
forma y el plazo del intercambio, antes de tomar una 
determinación positiva. Por último, deberá notificar 
la determinación positiva y las sanciones aplicadas 
incluida su duración. De igual forma, deberá notificar al 
Comité de Subvenciones a la Pesca creado en el presente 
acuerdo. La prohibición de la subvención durará mientras 
dure la sanción aplicada o mientras el operador o buque 
permanezca en una lista de OROP/AROP. El Estado 
miembro que haya otorgado la subvención también 
deberá notificar al Comité de las medidas adoptadas.

7.	 Sobre las excepciones a las subvenciones 
prohibidas (artículos 4° y 11)15.

El ASPM establece tres excepciones respecto 
a las subvenciones. La primera, cuando se trata de 
subvenciones a la pesca de poblaciones sobreexplotadas 
que tengan por fin restablecer la población a un nivel 
biológicamente sostenible. La segunda, a partir de la 
entrada en vigor del Acuerdo, estarán exentas durante 
dos años las subvenciones a la pesca de los países en 
desarrollo miembros y los países menos adelantados 
miembros realizadas hasta y dentro de sus ZEE. Y la 
tercera, cuando se trata de subvenciones de socorro para 
la atención de desastres bajo el cumplimiento de ciertas 
condiciones como duración limitada y zona geográfica 
determinada

8.	 Sobre las obligaciones complementarias de 
información periódica (artículo 8°)16

Para estas obligaciones el ASPM realiza una remisión 
expresa al artículo 25 del Acuerdo sobre Subvenciones 
y Medidas Compensatorias (Acuerdo SMC), el cual 
también hace parte integrante del Acuerdo de Marrakech, 
con el fin de interpretar las obligaciones complementarias 
de información periódica derivadas.

Conforme al Acuerdo SMC en la obligación vigente 
sobre notificación periódica sobre subvenciones a la pesca, 
en virtud del ASPM, deberá incluirse el tipo de actividad 
de pesca al que se le otorga la subvención. De igual 
modo, el estado de las poblaciones de peces cuya pesca se 
otorga la subvención (sobreexplotadas, infraexplotadas 
o explotadas en niveles máximos sostenibles), si esas 
poblaciones se comparten con otro Estado miembro o si 
están ordenadas por una OROP/AROP, y los puntos de 
referencia para determinar el estado de las poblaciones 
marinas. Igualmente, sobre las medidas de conservación 
y ordenación de las poblaciones, datos sobre la captura 
por especies para los que les fue otorgada la subvención, 
etc.

De otro lado, los Estados miembros también deberán 
informar al Comité en el plazo de un año, contado a 
partir de la entrada en vigencia del Acuerdo, sobre las 
medidas adoptadas para la adaptación y administración 
al Acuerdo; así como una descripción de su régimen 
pesquero y de las OROP/AROP de las que sean parte.

Finalmente, cualquier miembro podrá solicitar 
información adicional al miembro notificante siendo 
obligación del Estado notificante entregar la información 
en el menor tiempo posible y de forma completa.

9.	 Sobre el Comité de subvenciones a la pesca y 
la gobernanza del ASPM (artículo 9°17).

15	  	 Ibid.
16	  	 Ministerio de Relaciones Exteriores; Ministerio de 

Comercio, Industria y Turismo. (2022). Proyecto de Ley 84 
Senado, Bogotá.

17	  Ibid.

El Comité estará conformado por representantes de 
cada uno de los miembros, presidido por un presidente 
elegido, contará con una secretaría asumida por la 
secretaría de la OMC, se reunirá por lo menos dos 
(2) veces al año “(...) y siempre que lo solicite un 
Miembro”. La función principal del Comité es evaluar 
de forma periódica la aplicación, el cumplimiento y el 
funcionamiento del Acuerdo con miras a identificar las 
modificaciones necesarias en función de los objetivos de 
aquel y proponer al Consejo del Comercio de Mercancías 
modificaciones al texto del Acuerdo. Ordena que el 
Comité deberá estar en “estrecho contacto” con la FAO, 
las OROP/AROP y demás organizaciones internacionales 
competentes y pertinente de ordenación pesquera.

Si bien se establece una administración central del 
Acuerdo en cabeza del Comité, de manera expresa no se 
indica una gobernanza del mismo. Este último aspecto 
es central en cuanto, una vez entrado en vigor el ASPM-
OMC y en el marco del mismo, es en la ejecución, 
en el relacionamiento interestatal material y con las 
organizaciones de la sociedad civil global e individuos, 
donde se hace posible el cumplimiento concreto, 
equilibrado y democrático de las obligaciones derivadas 
de los acuerdos o convenciones internacionales. 
Un mecanismo formal de gobernanza contribuiría a 
establecer canales y lógicas formales e institucionales de 
relacionamiento de los sujetos de derecho a los que va 
dirigido el Acuerdo.

10.	 Sobre el mecanismo de solución de diferencias 
(artículo 10)18.

En relación a la solución de diferencias entre los 
Estados miembros derivadas de la interpretación, 
ejecución y aplicación de medidas del presente Acuerdo, 
se remite al GATT de 1994 y al Acuerdo SMC.

11.	 Sobre los límites del Acuerdo en relación a 
las fronteras marítimas, reivindicaciones territoriales 
marítimas, jurisdicción y derechos - obligaciones 
derivadas del derecho internacional, incluido el 
derecho del mar (artículo 11)19.

Establece expresamente el literal a) del numeral 
11.2 del artículo 11 que el Acuerdo no tendrá ninguna 
consecuencia jurídica sobre las delimitaciones de las 
fronteras marítimas o las reivindicaciones territoriales 
que hayan sido realizadas o que se realicen por un Estado 
Parte.

De igual modo, en virtud del mecanismo de solución 
de controversias, tampoco se harán constataciones 
derivadas de las alegaciones que impliquen basarse 
en reivindicaciones territoriales marítimas o en las 
delimitaciones de las fronteras marítimas.

Así mismo, expresamente se indica que ninguna 
disposición normativa del Acuerdo se interpretará o 
aplicará en desmedro de la jurisdicción, los derechos y 
las obligaciones de un Estado miembro derivadas del 
derecho internacional, incluido el derecho del mar.

VIII.	 CONCEPTO TÉCNICO 
INSTITUCIONAL DE LA AUNAP-MINISTERIO 
DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL 
(MADR)

18	  Ministerio de Relaciones Exteriores; Ministerio de Comer-
cio, Industria y Turismo. (2022). Proyecto de Ley 84 Sena-
do, Bogotá.

	

19	  	 Ibid.
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La Comisión Segunda Constitucional Senado y 
la ponente del proyecto de ley realizaron solicitud 
de concepto a la Autoridad Nacional de Acuicultura 
y Pesca (AUNAP) y al Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural; en respuesta a solicitud de concepto 
técnico institucional dirigida a la AUNAP para el trámite 
proyecto de ley en Senado número 84 de 2022, la entidad 
señaló que:

A corte [del] 1° de enero al 14 de octubre del año 
2022 (...) se evidencia que los territorios marítimos que 
más presentan actividad de pesca ilegal son: Tumaco, 
Buenaventura, Bahía Solano. Los departamentos 
donde más incidencia se reportan son: Valle del Cauca, 
Chocó, Nariño. En el corte de la referencia se reportan 
7 investigaciones administrativas por presunta actividad 
de pesca ilegal (INDNR) (Autoridad Nacional de 
Acuicultura y Pesca-AUNAP, 2022, pág. 5).

Por otra parte, se informa que actualmente Colombia 
hace parte de la OROP Comisión Interamericana del 
Atún Tropical en calidad de Parte Contratante. Así 
mismo, del Acuerdo sobre el Programa Internacional 
para la Conservación de los Delfines (APICD), acuerdo 
hermano del anterior, ambos en el Océano Pacífico 
Oriental. Además, hace parte de la Comisión de Pesca 
para el Atlántico Centro-Occidental (COPACO) con 
transición hacia una OROP y organismo consultivo de 
la FAO (Autoridad Nacional de Acuicultura y Pesca-
AUNAP, 2022).

De igual modo, la AUNAP informa que, en los 
términos del concepto de la OMC, Colombia no realiza 
subvenciones a la pesca industrial no artesanal (Autoridad 
Nacional de Acuicultura y Pesca AUNAP, 2022).

Por último, señala que, en términos de conveniencia 
nacional, conforme a la Constitución Política (art. 226), el 
Acuerdo podría aportar al fortalecimiento de los procesos 
nacionales de ordenación pesquera en áreas de manejo 
especial pesquero y en áreas protegidas bajo las figuras 
de Distritos de Manejo Integrados (Autoridad Nacional 
de Acuicultura y Pesca-AUNAP, 2022):

(...) por lo tanto, se concluye que sería de suma 
importancia su adopción y aprobación ya que se podría 
reforzar a nivel nacional e internacional la lucha contra 
la pesca ilegal, la preservación del espacio regulatorio 
suficiente para efectos de desarrollar industrias de pesca 
sostenibles asegurando condiciones de pesca razonables 
para los pescadores artesanales, (...) impactos positivos 
en la preservación de los océanos (Autoridad Nacional de 
Acuicultura y Pesca-AUNAP, 2022, pág. 4).

IX.	 FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES 
Y LEGALES DEL PROYECTO

El artículo 189 de la Constitución Política indica 
que corresponde al Presidente de la República como 
Jefe de Estado, Jefe del Gobierno y Suprema Autoridad 
Administrativa “Dirigir las relaciones internacionales. 
Nombrar a los agentes diplomáticos y consulares, recibir 
a los agentes respectivos y celebrar con otros Estados y 
entidades de derecho internacional tratados o convenios 
que se someterán a la aprobación del Congreso”.

De igual forma, el numeral 16 del artículo 150, señala 
que compete al Congreso de la República “Aprobar o 
improbar los tratados que el Gobierno celebre con otros 
Estados o con entidades de derecho internacional. Por 
medio de dichos tratados podrá el Estado, sobre bases de 
equidad, reciprocidad y conveniencia nacional, transferir 
parcialmente determinadas atribuciones a organismos 
internacionales, que tengan por objeto promover o 
consolidar la integración económica con otros Estados”. 

A su vez, el artículo 204 de la Ley 5ª de 1992 dispone 
que “los proyectos de ley orgánica, ley estatutaria, 
ley de presupuesto, ley sobre derechos humanos y ley 
sobre tratados internacionales se tramitarán por el 
procedimiento legislativo ordinario o común, con las 
especialidades establecidas en la Constitución y en el 
presente Reglamento”.

El numeral 22 del artículo 141 de la Ley 5ª de 1992 
establece que es iniciativa privativa del gobierno dictar 
“leyes aprobatorias de los Tratados o Convenios que el 
Gobierno celebre con otros Estados o con entidades de 
derecho internacional”.

En relación a la pesca marina en Colombia se destacan 
las siguientes políticas, normas jurídicas nacionales, 
acuerdos internacionales e institucionalidad:

1.	 Políticas

1.1	 Política Integral para el desarrollo de la pesca 
sostenible en Colombia (2015)

1.2	 Estrategia de Política para el sector de pesca y 
acuicultura (2019).

1.3	 Política Nacional del Océano y de los Espacios 
Costeros (PNOEC. 2016-2030)

1.4	 Plan de Acción Nacional para Prevenir, 
Desalentar y Eliminar la Pesca Ilegal, No declarada y No 
reglamentada (PAN -PINDNR).

2.	 Normas jurídicas nacionales

2.1	 Constitución Política, artículo 80.

2.2	 Ley 13 de 1990 - Estatuto General de Pesca.

2.3	 Decreto 4181 de 2011. Por el cual se escinden 
unas funciones del Instituto Colombiano de Desarrollo 
Rural (lncoder) y del Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, y se crea la Autoridad Nacional de 
Acuicultura y Pesca (AUNAP). Este decreto radica en 
la AUNAP la función de “realizar el ordenamiento, 
la administración, el control y la regulación para el 
aprovechamiento y desarrollo sostenible de los recursos 
pesqueros y de la acuicultura en el territorio nacional”.

2.4	 Decreto 1071 de 2015. Decreto Único 
Reglamentario del Sector Administrativo Agropecuario, 
Pesquero y de Desarrollo Rural el cual a su vez compiló 
el Decreto Reglamentario 2256 de 1991 que reglamentó 
en su momento la Ley 13 de 1990.

2.5	 Decreto 1835 de 2021. Por el cual se modifica, 
adiciona y deroga, en relación con la administración, 
ordenación y fomento de la pesca y la acuicultura, la 
Parte 16 del Libro 2, del Decreto Único Reglamentario 
1071 de 2015.

2.6	 Ley 1851 de 2017. Por la cual se establecen 
medidas en contra de la pesca ilegal y el delito de ilícita 
actividad de pesca en el territorio marítimo colombiano.

2.7	 Ley 2111 de 2021. Por medio del cual se sustituye 
el Título XI “De los delitos contra los recursos naturales 
y el medio ambiente” de la Ley 599 de 2000, se modifica 
la Ley 906 de 2004 y se dictan otras disposiciones. La 
presente adicionó a la Ley 599 de 2000 (Código Penal) 
el artículo 328 C - Pesca Ilegal; conducta punible que 
anteriormente estaba contemplada en el artículo 335 del 
Código Penal.

2.8	 Ley 2268 de 2022. Por medio de la cual se 
expiden normas para garantizar beneficios sociales 
focalizados a los pescadores artesanales comerciales y de 
subsistencia.
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3.	 Acuerdos internacionales suscritos por Colombia en materia de pesca marina (a 2012).

A su vez Colombia pertenece actualmente a tres 
(3) Organizaciones Regionales de Ordenamiento 
Pesquero (OROP). La Comisión Interamericana del 
Atún Tropical (CIAT), la Organización Regional de 
Ordenación Pesquera del Pacífico Sur (OROP-PS) y la 
Comisión de Pesca para el Atlántico Centro-Occidental 
(COPACO) (Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural; Organización de las Naciones Unidas para la 
Alimentación y la Agricultura (FAO), 2015). Las OROP / 
AROP son organismos u acuerdos intergubernamentales 
para establecer medidas de conservación y gestión 
de pesquerías en el mar (Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural; Organización de las Naciones Unidas 
para la Alimentación y la Agricultura (FAO), 2015).

En este punto es necesario mencionar que, además, 
relacionados con los operadores de la pesca, tres 
organizaciones internacionales del sistema de Naciones 
Unidas son competentes para fijar directrices y normas 
en materia de seguridad y salud de los pescadores en el 
mar. La Organización Marítima Internacional (OMI), 
la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y la 
Organización para la Alimentación y la Agricultura 
(FAO) (Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural; 
Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación 
y la Agricultura (FAO), 2015).

X.	 CONCLUSIONES
El Acuerdo tantas veces mencionado que se pretende 

aprobar mediante el proyecto de ley número 329 de 2022 
Cámara, 84 de 2022 Senado, tiene por objetivo principal 
prohibir las subvenciones, por parte de los Estados 
miembros, a la pesca perjudicial marina - ilegal, no 
declarada y no regulada.

Por la trayectoria histórica sociológica y la debilidad 
institucional de Colombia, el país no ha desarrollado las 
potencialidades de sus territorios marítimos y costeros, 
y no ha garantizado de forma suficiente la protección de 
sus recursos marinos. La aprobación de este Acuerdo 
internacional implicaría unos desafíos normativos e 
institucionales para el Estado colombiano que permita 
adecuar al país a las obligaciones adquiridas en función 
del Acuerdo.

En materia institucional, algunas debilidades 
expuestas en el informe de la Procuraduría Delegada 

para Asuntos Ambientales y Agrarios y la Fundación Mar 
Viva (2016), son:

•	 “la infraestructura a nivel nacional para el 
decomiso preventivo temporal o definitivo de elementos 
como embarcaciones, motores fuera de borda, tanques de 
gasolina, artes de pesca, entre otros. Actualmente, solo la 
DIMAR y la ARC tienen alguna capacidad logística y de 
infraestructura para almacenar los elementos decomisados 
mientras se adelantan los procesos administrativos y 
judiciales”

•	 “insuficiente cantidad de personal operativo 
disponible en todas las entidades, para ejercer las 
actividades de seguimiento, control y vigilancia, e 
implementar acciones de mejoramiento de capacidades, 
como Estado Rector de Puerto”.

•	 “traslape de competencias entre algunas 
entidades, siendo el más visible el que tiene que ver con 
la AUNAP y la UAESPNN, ya que esta última ejerce 
como autoridad pesquera en las áreas pertenecientes al 
Sistema Nacional de Áreas Protegidas, particularmente 
en aquellas zonas que tienen ecosistemas marino-costeros 
incluidos. (...) Un ejemplo que menciona es la falta de 
claridad entre el accionar de la AUNAP, la DIMAR, 
la CCO, UAESPNN y recientemente la jurisdicción y 
funciones de las CAR”.

•	 Por último, el plazo legal genérico para poner 
a disposición de autoridad judicial competente aquellas 
personas aprehendidas por actividades de pesca ilegal 
en cuanto “el tiempo transcurrido desde la aprehensión 
en alta mar, hasta la llegada a puerto, toda vez que las 
condiciones oceánicas y meteorológicas, no permiten en 
algunos casos cumplir [con el plazo]”.

 De igual modo en el informe de la OCDE (2016) 
se indica que “hay una ausencia crítica de estadísticas 
confiables, las cuales son necesarias para caracterizar el 
sector pesquero y acuícola de Colombia” (p. 10).

Por consiguiente, teniendo en cuenta las debilidades 
institucionales expuestas, la aprobación del ASPM-
OMCE implica para el ordenamiento jurídico y la 
institucionalidad del Estado colombiano la necesaria 
adecuación normativa de la legislación interna en 
la materia, en especial, aquella relacionada con 
claras delimitaciones y articulación de facultades y 
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competencias en materia sancionatoria de la actividad 
de pesca perjudicial para evitar el solapamiento de 
aquellas. Así mismo, el aumento de la inversión para el 
mejoramiento de las capacidades operativas, logísticas y 
de incremento de personal de las autoridades encargadas 
del seguimiento control y vigilancia de las actividades de 
pesca marina.

Finalmente, podría pensarse, analizada la viabilidad 
constitucional y las consecuencias institucionales, una 
modificación normativa con el fin de crear un plazo o un 
procedimiento legal especial, bajo condiciones materiales 
específicas, para poner a disposición de autoridad judicial 
competente las personas aprehendidas en desarrollo de 
actividades de pesca ilegal marina.

Por otro lado, en la medida en que Colombia no 
realiza subvenciones a la pesca marina industrial y 
artesanal, condición derivada de los factores históricos 
y sociológicos mencionados, la aprobación del ASPM-
OMC constituirá una institución jurídica protectora que 
contribuiría a la conservación de los recursos marinos de 
Colombia.

Sin embargo, pese a las trayectorias históricas y las 
debilidades manifiestas en materia marítima, el país 
cuenta con unos básicos presupuestos normativos, 
institucionales y de capacidades humanas sobre los cuales 
puede ser posible la adecuación óptima al Acuerdo si se 
acompaña con la voluntad política necesaria sostenida, 
que redundaría en la contribución al desarrollo del fin 
constitucional de prosperidad general de la Nación y, en 
particular, de las comunidades insulares y costeras del 
país.

XI.	 PROCEDIMIENTO	 DE CONSULTA 
PREVIA A LAS COMUNIDADES ÉTNICAS

El Proyecto de ley número 329 de 2022 Cámara, 
84 de 2022 Senado no requiere el procedimiento de 
consulta previa a las comunidades étnicas por cuanto no 
implica para aquellas establecer restricciones o conceder 
beneficios directos que pueda comprometer su autonomía, 
idiosincrasia o diversidad cultural.

XII.	ANÁLISIS DE IMPACTO FISCAL
De conformidad con el artículo 7º de la Ley 819 de 

2003, el Proyecto de ley 329 de 2022 Cámara, 84 de 2022 
Senado, aprobatorio del ASPM-OMC no ordena gasto 
público, ni otorga beneficios tributarios.

XIII.	 ANÁLISIS SOBRE POSIBLE 
CONFLICTO DE INTERÉS

De conformidad con el artículo 3° de la Ley 2003 
del 19 de noviembre de 2019, “Por la cual se modifica 
parcialmente la Ley 5ª de 1992 y se dictan otras 
disposiciones”, que establece que tanto el autor del 
proyecto y el ponente dentro de la exposición de motivos, 
deberán incluir un acápite que describa las circunstancias 
o eventos que podrían generar un conflicto de interés 
para la discusión y votación del proyecto, sirviendo de 
guía para que los otros Congresistas tomen una decisión 
en torno, si se encuentran incursos en una causal de 
impedimento.

En ese orden de ideas, el presente proyecto de ley, 
por ser de carácter general, no configura un beneficio 
particular, actual y directo para ningún congresista, 
adicionalmente no beneficia a los ponentes de forma 
particular, actual y directa, y no genera un conflicto de 
interés.

Es de aclarar que, la descripción de los posibles 
conflictos de interés que se puedan presentar frente 
al trámite del presente proyecto de ley, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 291 de la Ley 5a de 1992, no 
exime del deber a los Congresistas de identificar otras 
causales adicionales.

XIV.	PROPOSICIÓN
Con fundamento en las anteriores consideraciones, 

en cumplimiento de los requisitos establecidos en la 
Ley 5ª de 1992, presentamos ponencia POSITIVA y en 
consecuencia se solicita a los honorables miembros de 
la Comisión Segunda de la Cámara de Representantes, 
dar primer debate al Proyecto de ley número 329 de 
2022 Cámara, 84 de 2022 Senado, por medio de la cual 
se aprueba el “Protocolo de enmienda del Acuerdo de 
Marrakech por el que se establece la OMC, mediante el 
cual se inserta el texto del Acuerdo sobre subvenciones 
a la pesca” adoptado por el Consejo General de la 
Organización Mundial del Comercio en Ginebra, Suiza, 
el 17 de junio de 2022.

De los honorables Representantes,

XV.	 TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY

NÚMERO 329 DE 2022 CÁMARA, 84 DE 2022 
SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Protocolo de 
enmienda del Acuerdo de Marrakech por el que se 

establece la OMC, mediante el cual se inserta el texto 
del Acuerdo sobre subvenciones a la pesca” adoptado 

por el Consejo General de la Organización Mundial del 
Comercio en Ginebra, Suiza, el 17 de junio de 2022

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébese el “Protocolo de Enmienda 
del Acuerdo de Marrakech por el que se Establece la 
OMC, mediante el cual se inserta el texto del Acuerdo 
sobre Subvenciones a la Pesca”, Adoptado por el Consejo 
General de la Organización Mundial del Comercio en 
Ginebra, Suiza, el 17 de junio de 2022.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Protocolo de 
Enmienda del Acuerdo de Marrakech por el que se 
establece la OMC, mediante el cual se inserta el texto 
del Acuerdo sobre Subvenciones a la Pesca”, Adoptado 
por el Consejo General de la Organización Mundial del 
Comercio en Ginebra, Suiza, el 17 de junio de 2022, que 
por el artículo primero de esta Ley se aprueba, obligará 
a la República de Colombia a partir de la fecha en que se 
perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha 
de su publicación. 
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PONENCIA POSITIVA PARA SEGUNDO 
DEBATE DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

250 DE 2022 CÁMARA.
por medio del cual se toman medidas para garantizar 

la igualdad en la asignación de retiro y el régimen 
prestacional en la policía nacional; y se dictan otras 

disposiciones.

Bogotá D.C., 23 de marzo de 2023
Señor,
David Racero Mayorca
Presidente
Cámara de Representantes
Asunto: Ponencia positiva para segundo debate del 

Proyecto de ley número 250 de 2022 Cámara.
En cumplimiento del encargo recibido por parte de 

la honorable Mesa Directiva de la Comisión Segunda 
de la Cámara de Representantes y de conformidad con 
lo establecido en el artículo 150 de la Ley 5ª de 1992, 
procedemos a rendir Informe de Ponencia positiva para 
segundo debate del Proyecto de ley número 250 de 2022 
Cámara, “por medio del cual se toman medidas para 
garantizar la igualdad en la asignación de retiro y el 
régimen prestacional en la policía nacional; y se dictan 
otras disposiciones”.

INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA 
SEGUNDO DEBATE PROYECTO DE LEY NÚMERO 

250 DE 2022 CÁMARA 
por medio del cual se toman medidas para garantizar 

la igualdad en la asignación de retiro y el régimen 
prestacional en la policía nacional; y se dictan otras 

disposiciones.
1. 	 ANTECEDENTES LEGISLATIVOS.
La iniciativa legislativa fue radicada el día 25 

de octubre de 2022 por la honorable Representante 
Katherine Miranda Peña. En el trámite legislativo que 
establece el artículo 149 de la Ley 5a de 1992, se clasificó 
el proyecto de ley y se direccionó a la Comisión Segunda 
de la Cámara de Representantes.

El día 16 de noviembre de 2022 por instrucción de la 
Mesa Directiva de la Comisión Segunda, se designó a la 
honorable Representante Juana Carolina Londoño como 
coordinadora ponente y a los honorables Representantes 
Andrés David Calle Aguas, Mary Anne Perdomo 
Gutiérrez y Álvaro Mauricio Londoño Lugo como 
ponentes.

En sesión del 6 de diciembre del 2022, se aprobó en 
primer debate en la Comisión Segunda el proyecto de 
ley; y, en la misma fecha se designaron a los suscritos 
Honorables Representantes como ponentes del proyecto 
de ley para el segundo debate.
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Por su parte, el Ministerio de Defensa Nacional remitió 
el 1° de febrero de 2023 su concepto sobre el Proyecto 
de Ley, en el cual expresó su apoyo en la mayoría de 
las disposiciones, pero expone que, el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público debe remitir aval sobre la 
iniciativa legislativa.

En reiteradas ocasiones se ha solicitado la prórroga 
para la ponencia del segundo debate, toda vez que 
el Gobierno Nacional no había remitido el aval para 
la iniciativa legislativa, teniendo en cuenta que este 
proyecto debe ser de iniciativa del Gobierno, tal como lo 
señala el artículo 142, numeral 11 de la Ley 5ª de 1992.

Aun cuando hasta la fecha el Gobierno no ha remitido 
aval del Proyecto de Ley, procedemos con la ponencia 
positiva, considerando que, la Corte Constitucional en 
Sentencias como la C- 047 de 2021 ha sido clara frente 
al supuesto que permite que el aval se dé en cualquier 
momento del trámite legislativo, por lo que no hay 
inconveniente en continuar con el proceso legislativo 
respectivo, debido a que al Proyecto le queda el debate 
en la plenaria de la Honorable Cámara de Representantes 
y en la Comisión Segunda y la plenaria del honorable 
Senado de la República..

2. 	 OBJETO DEL PROYECTO DE LEY
El presente proyecto de ley tiene por objeto adoptar 

las medidas que garanticen la igualdad material en las 
partidas computables para la asignación de retiro y las 
que corresponden al régimen prestacional, entre el nivel 
ejecutivo y patrulleros policías; y la de los oficiales de la 
Policía Nacional.

En ese sentido, esta iniciativa legislativa persigue 
garantizar la equidad prestacional para que los pagos 
por conceptos de bonificación, subsidios, comisiones, 
primas extralegales, viáticos y demás emolumentos 
prestacionales existentes y futuros, creados por el 
Gobierno Nacional, se den a favor de todos los niveles 
de la Policía Nacional, en cumplimiento del principio de 
igualdad. Para lograrlo, se respetará el cálculo respectivo, 
de acuerdo con su asignación salarial.

3.	 JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO DE 
LEY

3.1	 Sobre el derecho fundamental a la igualdad.
El artículo 13 de la Constitución Política establece 

el derecho fundamental a la igualdad. El tenor literal 
del artículo señala que todas las personas nacen libres 
e iguales ante la ley, por lo que gozarán de los mismos 
derechos, libertades y oportunidades sin ningún tipo de 
discriminación.

Por su parte, la Corte Constitucional1 ha señalado las 
naturalezas que comprenden la igualdad, a saber:

En suma, la igualdad tiene una naturaleza triple, pues 
se considera de manera simultánea como valor, principio 
y derecho fundamental. El principal rasgo es su carácter 
relacional. El artículo 13 de la Carta consagró la igualdad 
y estableció los mandatos que lo componen, los cuales 
se sintetizan como el deber de igual trato a situaciones 
idénticas y diferenciado ante circunstancias que no son 
asimilables, la prohibición de cualquier consideración 
discriminatoria y finalmente, la responsabilidad de 
adoptar acciones positivas que permitan alcanzar la 
igualdad material, especialmente en grupos marginados 
y en situación de debilidad manifiesta.

1	  	 Corte Constitucional. Sentencia C-084- 2020. Ma-
gistrada Ponente: Gloria Stella Ortiz.

Bajo ese entendido, es menester dirigirse al objeto del 
proyecto de ley, la cual busca una igualdad en el régimen 
prestacional y las partidas computables de retiro.

El numeral 2.7 del artículo 2º de la Ley 923 de 
2004, señala las normas, objetivos y criterios que 
deberá observar el Gobierno Nacional para la fijación 
del régimen pensional y de asignación de retiro de los 
miembros de la Fuerza Pública de conformidad con lo 
establecido en el artículo 150, numeral 19, literal e) de 
la Constitución Política, entre los cuales menciona la no 
discriminación:

2.7.	  No podrá discriminarse por razón de categoría. 
jerarquía o cualquier otra condición a los miembros de 
la Fuerza Pública para efectos de adelantar el trámite 
administrativo del reconocimiento de una asignación 
de retiro o pensión o sustitución. (Subrayado fuera del 
texto)

No obstante, la situación actual muestra que en la 
Policía Nacional esta regla no se aplica; pese a que, no 
debería existir ningún tipo de discriminación o margen de 
desigualdad por la jerarquía.

De acuerdo con las normas vigentes que rigen las 
partidas computables para la asignación de retiro y el 
régimen prestacional de la institución, existen diferencia 
que versan sobre el subsidio familiar y la bonificación de 
asistencia familiar, a saber:

1.	 El subsidio familiar del nivel ejecutivo y 
patrulleros de la policía no hace parte de las partidas 
computables de retiro, de acuerdo con el artículo 23 del 
Decreto 4433 de 2004. Es decir, no se toman como parte 
del salario, por lo que no son pensionados con base en 
el monto devengado por ello. Contrario sensu ocurre 
con los oficiales, toda vez que, el subsidio familiar les 
es computable en la asignación de retiro, tal como lo 
establece el Decreto 4433 de 2004.

2.	  El subsidio familiar es pagado cada mes de 
acuerdo con el artículo 82 del Decreto Ley 1212 de 1990, 
modificado parcialmente por el Decreto 41 de 1994. 

Ahora, la bonificación para la asistencia familiar, que 
es incompatible con el subsidio familiar, contemplada en 
el artículo 25 del Decreto 668 de 2022 es pagada cada 
dos meses a ejecutivos y patrulleros, mientras que a los 
oficiales se les paga este monto mensualmente, como se 
mencionó.

Lo anterior es solo un ejemplo, debido a que esta 
situación se reitera con la prima de actividad, la prima de 
antigüedad, la prima de orden público, la prima de vuelo, 
la prima de vacaciones y la prima de riesgo.

Esto es una contradicción, si observamos que el 
artículo 1° de la Ley 21 de 1982 establece que, el subsidio 
de familia es una prestación que obedece a un auxilio en 
el sostenimiento de las familias de medianos y menores 
ingresos:

Una prestación social pagadera en dinero. especie 
y servicios a trabajadores de medianos y menores 
ingresos. y su objetivo fundamental consiste en el 
alivio de las cargas económicas que representa el 
sostenimiento de la familia, considerando que este es el 
núcleo de la sociedad.

Así las cosas, aunque el nivel ejecutivo y los 
patrulleros son el personal con medianos y menores 
ingresos económicos en la Policía Nacional. Pese a ello, 
el subsidio familiar tiene menores garantías, porque no 
hace parte de las partidas computables de asignación de 
retiro; y su pago en el caso de la bonificación de asistencia 
familiar se realiza cada dos meses. Por su parte, los 
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oficiales tienen derecho a este subsidio como partida computable para su asignación de retiro y su pago es mensual, 
aunque tienen mejores asignaciones salariales como se muestra a continuación:
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3.2	 Desigualdad en la periodicidad del subsidio 
familiar y la bonificación para la asistencia familiar.

En el régimen especial de carrera del personal 
uniformado de la Policía Nacional, se establece una 
“bonificación para la asistencia familiar” del nivel 
ejecutivo y patrulleros de Policía Nacional en el artículo 
132 de la Ley 2179 de 2021, el cual sería pagado cada dos 
meses:

ARTÍCULO 132. BONIFICACIÓN PARA LA 
ASISTENCIA FAMILIAR. El personal del Nivel 
Ejecutivo y Patrulleros de Policía en servicio activo 
tendrán derecho, a partir del año siguiente a la entrada 
en vigencia de la presente ley, al reconocimiento y pago 
cada dos meses de una bonificación denominada “para 
la asistencia familiar”, la cual se liquidará sobre la 
asignación básica del uniformado de la siguiente manera:

a)	 Un 30% por estado civil de casado o unión marital 
de hecho. No obstante, de presentarse la disolución de la 
unión marital de hecho, divorcio y/o cesación de efectos 
civiles se mantendrá dicho porcentaje de la asistencia 
cuando exista dependencia legal del hijo o hijos frutos de 
la unión. Se extenderá el beneficio de este literal, a los 
viudos con hijo o hijos habidos de la unión que generó el 
derecho.

b)	 Por un primer hijo el 3% y 2% por el segundo, sin 
sobrepasar el 5%.

El Gobierno reglamentará dentro de los seis meses 
siguientes contados a partir de la entrada en vigencia de la 
presente Ley lo referente al reconocimiento, periodicidad y 
extinción del emolumento.

PARÁGRAFO. El reconocimiento y pago de la 
bonificación establecida en el presente artículo es 
incompatible con el subsidio familiar establecido en el 
Decreto 1091 de 1995, establecido para el Nivel Ejecutivo. 
(Subrayado fuera del texto).

Por su parte, el artículo 82 del Decreto Ley 1212 de 
1990, modificado parcialmente por el Decreto 41 de 
1994, establece que el pago del subsidio familiar para los 
oficiales y suboficiales sería mensualmente:

A partir de la vigencia del presente Decreto los 
Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional, en servicio 
activo, tendrán derecho al pago de un subsidio familiar 
que se liquidará mensualmente sobre el sueldo básico, 
así:

a)	 Casados el treinta por ciento (30%), más los 
porcentajes a que se tenga derecho conforme al literal c) 
de este artículo.

b)	 Viudos, con hijos habidos dentro del matrimonio 
por los que exista el derecho a devengarlo, el treinta por 
ciento (30%), más los porcentajes de que trata el literal c. 
Del presente artículo.

c)	 Por el primer hijo el cinco por ciento (5%) y un 
cuatro por ciento (4%) por cada uno de los demás, sin que 
se sobrepase por este concepto del diecisiete por ciento 
(17%).

Parágrafo 1°. El límite establecido en el literal c) de 
este artículo no afectará a los Oficiales y Suboficiales 
que, por razón de hijos nacidos con anterioridad al 31 
de octubre de 1969, estuviesen disfrutando o tuviesen 
derecho a disfrutar, de porcentajes superiores al diecisiete 
por ciento (17%), ya que en esa fecha tales porcentajes 
fueron congelados sin modificación.

Parágrafo 2°. La solicitud de reconocimiento o aumento 
del subsidio familiar, deberá hacerse dentro de los noventa 
(90) días siguientes al hecho que la motive; las que se 
eleven con posterioridad al plazo antes fijado, tendrán 
efectos fiscales a partir de la fecha de su presentación.

Esta situación jurídica muestra una diferencia tangible 
e injustificable entre el nivel ejecutivo y los oficiales de la 
Policía Nacional.

3.3.	 El subsidio familiar en el nivel ejecutivo y 
patrullero no hace parte de la partida presupuestal como 
factor salarial para el retiro.

El artículo 15 del Decreto 1091 de 1995 establece que 
el subsidio familiar, en ningún caso, para el nivel ejecutivo 
será un factor salarial:

Artículo 15. Definición. El subsidio familiar es una 
prestación social pagadera en dinero, especie y servicios 
al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional en 
servicio activo, en proporción al número de personas a 
cargo y de acuerdo a su remuneración mensual, con el 
fin de disminuir las cargas económicas que representa el 
sostenimiento de la familia. Esta prestación estará a cargo 
del Instituto para la Seguridad Social y Bienestar de la 
Policía Nacional.

Parágrafo. El subsidio familiar no es salario. ni 
se computa como factor del mismo en ningún caso. 
(Negrilla y subrayado fuera del texto). 

Por su parte, el Decreto 4433 de 2004; el cual establece 
el régimen pensional y de asignación de retiro de los 
miembros de la fuerza pública; señala en su artículo 23 
las partidas computables para la asignación de retiro del 
personal de la Policía Nacional, donde se demuestra la 
desigualdad en las asignaciones de retiro reconocidos a los 
diferentes miembros de la Policía Nacional, entre ellos, los 
oficiales frente al nivel ejecutivo:

23.1 	Oficiales, Suboficiales y Agentes
23.1.1 	 Sueldo básico.
23.1 2 	 Prima de actividad.
23.1.3 	 Prima de antigüedad.
23.1.4 	 Prima de academia superior.
23.1.5 	 Prima de vuelo.
23.1.6	 Gastos de representación para Oficiales 

Generales.
23.1.7	 Subsidio familiar en el porcentaje que 

se encuentre reconocido a la fecha de retiro.
23.1.8	  Bonificación de los agentes del cuerpo 

especial, cuando sean ascendidos al grado de cabo 
segundo y hayan servido por lo menos treinta (30) años 
como agentes, sin contar los tiempos dobles.

23.1.9	 Duodécima parte de la Prima de 
Navidad liquidada con los últimos haberes percibidos a la 
fecha fiscal de retiro.

23.2	Miembros del Nivel Ejecutivo
23.2.1	  Sueldo básico.
23.2.2	 Prima de retorno a la experiencia.
23.2.3	 Subsidio de alimentación.
23.2.4	 Duodécima parte de la prima de servicio.
23.2.5	 Duodécima parte de la prima de 

vacaciones.
23.2.6	 Duodécima parte de la prima de navidad 

devengada, liquidada con los últimos haberes percibidos a 
la fecha fiscal de retiro.

De la norma anterior, se concluye que, mientras los 
oficiales tienen derecho a que el subsidio familiar haga parte 
de las partidas computables para su retiro, no sucede lo 
mismo para el nivel ejecutivo y patrulleros; también queda 
en evidente exposición la disparidad sobre las partidas que 
hacen parte del cómputo que les será reconocido a su retiro 
entre los primeros y los segundos, lo que requiere una 
unificación también en las partidas computables de retiro, 
de tal manera que gocen de manera igualitaria de ellas, los 
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miembros de la Policía Nacional, que se retiren de prestar 
sus servicios.

Estas mismas prerrogativas que ratifican la desigualdad 
son halladas en diferentes normas como el artículo 82 y 
140 del Decreto Ley 1212 de 1990; así como los artículos 
100 Literal e), el artículo 46 del Decreto 1213 de 1990 y 
Decretos 668 y 669 de 2022, lo cual intensifica la necesidad 
de una unificación normativa y sustancial.

Por último, es menester resaltar que, mientras los 
Oficiales reciben el 30%, por estar casados; y hasta el 
17% para sus hijos, tal como lo establece el artículo 82 
del Decreto 1212 de 1992. El nivel ejecutivo y patrulleros 
reciben el 30% al estar casados o tener una unión marital 
de hecho vigente; pero solo hasta un cinco por ciento (5%) 
por sus hijos, lo cual es una diferenciación inaceptable en 
la Institución.

3.4 	 Sobre la desigualdad en la prima de antigüedad.
El nivel ejecutivo no devenga una prima por 

antigüedad, a pesar de pertenecer a la misma institución 
a la que pertenecen los Oficiales de la Policía Nacional; y 
contar con miembros que tienen antigüedad de 15 años o 
más –lo que es inconcebible–; los cuales, también le han 
prestado servicio a la Patria.

Esta prima devengada por los Oficiales, es pagadera 
cuando el oficial cumpla 15 años de servicio, caso en el 
cual, se le reconoce el 10% y por cada año que exceda 
de los 15, se le reconoce el 1%, tal como lo establece el 
Decreto 1212 de 1990. Adicionalmente, esta prima hace 
parte de la asignación de retiro de los Oficiales, de acuerdo 
con el Decreto 4433 2004. Una notoria diferencia con el 
nivel ejecutivo.

3.5.	  Sobre la desigualdad en la prima de orden 
público.

Esta prima se causa cuando prestan los servicios 
en lugares donde se desarrollan operaciones policiales 
para restablecer el orden público, acciones que también 
desarrolla el nivel ejecutivo, sin embargo, el nivel 
ejecutivo cuenta con una prima mucho menor, toda vez 
que, de acuerdo con el artículo 33 del Decreto 466 de 
2022, devengan un 15%.

El artículo 72 del Decreto 2323 de 1990 establece que 
los Oficiales tendrán derecho a recibir el 25% de su sueldo 
básico por concepto de prima de orden público. Esta prima 
profundiza las brechas de desigualdad que existen entre los 
Oficiales y el nivel ejecutivo y los patrulleros de policía.

3.6.	 Sobre la desigualdad en la prima de vuelo.
También existe desigualdad frente a la prima de vuelo, 

la cual se causa únicamente a favor de los Oficiales de la 

Policía Nacional, quienes una vez hayan desempeñado 
funciones como tripulantes de aeronaves de la Institución 
o de otras entidades para el servicio de la Policía Nacional, 
después de haber volado, mínimo cuatro (4) horas 
mensuales.

Los Oficiales recibirán como prima de vuelo, el 
equivalente al veinte por ciento (20%) del sueldo básico 
mensual, porcentaje que se aumentará en un uno por ciento 
(1%) por cada cien (100) horas de vuelo hasta completar 
tres mil (3.000) horas. De tres mil (3.000) horas en adelante 
solo se computará el medio por ciento (1/2%) por cada 
cien horas (100) adicionales, sin que el total de la prima 
de vuelo exceda del sueldo básico del Oficial, tal como lo 
señala el artículo 75 del Decreto 1212 de 1990.

Adicionalmente, la prima de vuelo es computable 
como asignación de retiro, de acuerdo con lo establecido 
en el Decreto 4433 de 2004.

3.7	 Sobre la desigualdad en la prima de vacaciones.
Aunque tanto el nivel de Oficiales y el nivel ejecutivo 

devengan prima de vacaciones, el primero, acorde con el 
artículo 82 del Decreto 1212 de 1990, tiene derecho a una 
prima de vacaciones del 50% de los haberes mensuales, 
por cada año de servicio.

Por su parte, el nivel ejecutivo, en concordancia con 
el artículo 11 del Decreto 1091 de 1995, tiene derecho a 
la prima de vacaciones que equivale a quince (15) días de 
remuneración; y, aunque el nivel ejecutivo tiene derecho 
a la duodécima parte de la prima de vacaciones como 
asignación de retiro; no se explica este desequilibrio entre 
ambos niveles de la Policía Nacional.

3.8	 Sobre la desigualdad en la prima de riesgo.
La prima de riesgo no es reconocida en el nivel ejecutivo 

y patrulleros. Mientras que a los Oficiales sí, siempre 
que presten sus servicios en los grupos de operaciones 
especiales y antiexplosivos, tendrán derecho a una prima 
del veinte por ciento (20%).

3.9	 Frente a la desigualdad en la prima de actividad
El nivel ejecutivo no cuenta con esta prima, por lo que 

no devenga ningún ingreso económico, mientras que, los 
oficiales de la Policía reciben el 49.5% sobre el valor de su 
salario básico, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
31 del Decreto 466 de 2022.

3.10	Sobre la desigualdad en el subsidio de vivienda.
Sobre el subsidio de vivienda, el régimen que le es 

aplicable a los miembros de la Policía Nacional, realiza 
una discriminación de la siguiente manera:
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Fuente: Caja Honor, 20232

Esta diferencia entre los niveles de la fuerza militar, 
que le es aplicable también a la Policía Nacional es 
inaceptable, si se pone en consideración que es el nivel 
ejecutivo y los patrulleros quienes necesitan en mayor 
medida un apoyo de sostenimiento para obtener sus 
viviendas.

3.11. 	 Deber de unificar el régimen 
prestacional y partidas de retiro computable de todos 
los niveles de la Policía Nacional.

De acuerdo con el derecho fundamental a la igualdad, 
consagrado en la Constitución Política en su artículo 
13 y las demás normas que sustentan la obligación de 
mantener la igualdad en la Policía Nacional, es imperante 
que las partidas computables de retiro que se encuentran 

2	  	 Información recuperada de: https://www.cajahonor.
gov.co/Paginas/Monto-Individual-subsidiovivienda.aspx

especificadas en el artículo 23 del Decreto 4433 de 
2004, así como el pago periódico de los subsidios y 
bonificaciones se realicen de manera igualitaria para 
todos los miembros de la Policía Nacional de Colombia.

Por lo anterior, el Gobierno Nacional en cabeza 
del Ministerio de Defensa debe unificar el régimen 
prestacional, así como las partidas de retiro computable, 
de tal manera que todos los niveles de la Policía Nacional 
se encuentren en igualdad de condiciones.

Máxime si la Constitución Política en su artículo 218 
establece que la Policía Nacional es un cuerpo armado 
permanente. Bajo ese entendido, los cuerpos deben ser 
unificados, tratados de manera integral e igualitaria. 
Los miembros de la Policía hacen parte de una misma 
institución cuyo fin primordial es mantener las 
condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos 
y libertades públicas de los colombianos, para que todos 
vivamos en paz.

4. PLIEGO DE MODIFICACIONES

Artículos Proyecto aprobado en 
primer debate

Texto propuesto para 
segundo debate Observaciones

Título por medio de la cual se toman 
medidas para garantizar la 
igualdad en la asignación de retiro 
y el régimen prestacional en la 
policía nacional; y se dictan otras 
disposiciones”. 

por medio de la cual se toman 
medidas para garantizar la 
igualdad equidad en la asignación 
de retiro y el régimen prestacional 
en la policía nacional; y se dictan 
otras disposiciones”.

Se cambia la 
palabra igualdad por 
equidad, teniendo 
en cuenta que la 
base sobre la que se 
pagará el régimen 
prestacional y la 
asignación de retiro 
es diferente, toda vez 
que los salarios son 
distintos en cada uno 
de los rangos.

En ese sentido, 
será equitativo en 
la prestacional y la 
asignación de retiro, 
pero no será igual 
porque la base no es 
la misma.

Artículo 
1°

OBJETO. La presente Ley tiene 
como finalidad establecer medidas 
que permitan garantizar la igualdad 
en las partidas computables de 
asignación de retiro y el régimen 
prestacional determinados por el 
Gobierno Nacional, a favor de todos 
los niveles de la Policía Nacional.

OBJETO. La presente Ley tiene 
como finalidad establecer medidas 
que permitan garantizar la igualdad 
equidad en las partidas computables 
de asignación de retiro y el 
régimen prestacional determinados 
por el Gobierno Nacional, a favor 
de todos los niveles de la Policía 
Nacional.

Se modifica la 
palabra igualdad por 
equidad.

Artículo 
2°

Modifíquese el artículo 2° de la 
Ley 2179 de 2021, el cual quedará 
así:

Artículo 2°. Régimen 
Especial. En el marco del mandato 
constitucional, entiéndase como el 
conjunto de normas de contenido 
legal y reglamentario que buscan 
salvaguardar las condiciones 
especiales en materia de carrera, 
salarial, prestacional, de salud, 
pensional, de asignación de retiro 
y disciplinaria, propias de los 
integrantes de la Fuerza Pública, 
aplicables a los uniformados 
en servicio activo de la Policía 
Nacional.

Modifíquese el artículo 2° de la 
Ley 2179 de 2021, el cual quedará 
así:

Artículo 2°. Régimen 
Especial. En el marco del mandato 
constitucional, entiéndase como el 
conjunto de normas de contenido 
legal y reglamentario que buscan 
salvaguardar las condiciones 
especiales en materia de carrera, 
salarial, prestacional, de salud, 
pensional, de asignación de retiro 
y disciplinaria, propias de los 
integrantes de la Fuerza Pública, 
aplicables a los uniformados 
en servicio activo de la Policía 
Nacional.

Se mejora la 
redacción y se 
sustituye la palabra 
igualdad por equidad.
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Artículos Proyecto aprobado en 
primer debate

Texto propuesto para 
segundo debate Observaciones

Parágrafo Primero. Los 
miembros del nivel ejecutivo y 
patrulleros de policía tendrán 
derecho a la igualdad en el régimen 
prestacional que se haya asignado 
al nivel de oficiales de la policía 
Nacional.

La base del pago prestacional 
será calculada de acuerdo con su 
asignación salarial.

Parágrafo segundo. 
Los miembros del nivel 

ejecutivo y patrulleros de policía 
tendrán derecho a las partidas 
computables que le sean asignadas 
o creadas para el nivel de Oficiales. 
No habrá distinción de estas 
partidas computables de retiro en 
ningún nivel de la Policía Nacional.

Parágrafo Primero. Los 
miembros del nivel ejecutivo y 
patrulleros de policía tendrán 
derecho a la igualdad equidad 
en el régimen prestacional en 
cuanto a las primas, subsidios 
y bonificaciones que se hay 
reconocido o creado asignado al 
nivel de oficiales de la policía 
Nacional.

La base del pago prestacional 
será calculada de acuerdo con su 
asignación salarial.

Parágrafo segundo. 
Los miembros del nivel 

ejecutivo y patrulleros de policía 
tendrán equidad en derecho a 
las partidas computables para la 
asignación de retiro que le sean 
asignadas reconocidas o creadas 
para el al nivel de Oficiales. No 
habrá distinción de estas partidas 
computables de retiro en ningún 
nivel de la Policía Nacional.

Artículo 
3°.

REGLAMENTACIÓN. El 
Gobierno nacional dentro de los 
seis (6) meses siguientes a la 
entrada en vigencia de la presente 
ley deberá reglamentar la materia, 
en ella deberá unificar el régimen 
prestacional y partidas de retiro 
computable de todos los niveles de 
la Policía Nacional.

R E G L A M E N TA C I Ó N . 
El Gobierno nacional dentro de 
los seis (6) meses siguientes a la 
entrada en vigencia de la presente 
ley deberá reglamentar la materia, 
en ella deberá unificar el régimen 
prestacional y partidas de retiro 
computable de todos los niveles de 
la Policía Nacional.

Sin 
modificaciones.

Artículo 
4 ° . 
(NUEVO)

El Ministerio de Hacienda 
y Crédito Públicos realizará las 
apropiaciones correspondientes 
para dar cumplimiento a lo expuesto 
en la presente Ley, de acuerdo con 
las disponibilidades presupuestales 
incluidas en el Marco de Gasto 
de Mediano Plazo y en el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo.

El Ministerio de Hacienda 
y Crédito Publico realizará las 
apropiaciones correspondientes 
para dar cumplimiento a lo 
expuesto en la presente Ley, de 
acuerdo con las disponibilidades 
presupuestales incluida en el 
Marco de Gastos de Mediano 
Plazo y en el Marco Fiscal de 
Mediano Plazo.

Se incluye 
un artículo de 
apropiaciones para 
que el Ministerio 
de Hacienda y 
Crédito Público 
dé cumplimiento a 
las disposiciones 
consignadas en la 
Ley. 

Artículo 
5°

VIGENCIA. La presente ley 
rige a partir de su promulgación y 
deroga todas las disposiciones que 
le sean contrarias 

VIGENCIA. La presente ley 
rige a partir de su promulgación y 
deroga todas las disposiciones que 
le sean contrarias

Sin 
modificaciones.

5.	 CONFLICTO DE INTERÉS
Dando cumplimiento a lo establecido en el artículo 3° 

de la Ley 2003 del 19 de noviembre de 2019, por la cual 
se modifica parcialmente la Ley 5a de 1992, se hacen las 
siguientes consideraciones:

Se estima que de la discusión y aprobación del 
presente proyecto de ley podría generar conflicto de 

interés en consideración al interés particular, actual y 
directo de los Congresistas, de su cónyuge, compañero 
o compañera permanente, o parientes dentro del segundo 
grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero 
civil, con las disposiciones que integran el proyecto de 
ley.

Sobre este asunto ha señalado el Consejo de Estado 
(2019):
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“No cualquier interés configura la causal de 
desinvestidura en comento, pues se sabe que solo lo será 
aquel del que se pueda predicar que es directo, esto es, que 
per se el alegado beneficio, provecho o utilidad encuentre 
su fuente en el asunto que fue conocido por el legislador; 
particular, que el mismo sea específico o personal, bien 
para el congresista o quienes se encuentren relacionados 
con él; y actual o inmediato, que concurra para el 
momento en que ocurrió la participación o votación del 
congresista, lo que excluye sucesos contingentes, futuros 
o imprevisibles. También se tiene noticia que el interés 
puede ser de cualquier naturaleza, esto es, económico o 
moral, sin distinción alguna”3.

De igual forma, es pertinente señalar lo que la Ley 
5ª de 1992 dispone sobre la materia en el artículo 286, 
modificado por el artículo 1° de la Ley 2003 de 2019:

“Se entiende como conflicto de interés una situación 
donde la discusión o votación de un proyecto de ley o 
acto legislativo o artículo, pueda resultar en un beneficio 
particular, actual y directo a favor del Congresista.

a)	 Beneficio particular: aquel que otorga un 
privilegio o genera ganancias o crea indemnizaciones 
económicas o elimina obligaciones a favor del 
Congresista de las que no gozan el resto de los ciudadanos. 
Modifique normas que afecten investigaciones penales, 
disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se 
encuentre formalmente vinculado.

b)	 Beneficio actual: aquel que efectivamente se 
configura en las circunstancias presentes y existentes 
al momento en el que el Congresista participa de la 
decisión.

c)	 Beneficio directo: aquel que se produzca de 
forma específica respecto del congresista, de su cónyuge, 
compañero o compañera permanente, o parientes dentro 
del segundo grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad o primero civil”.

Se recuerda que la descripción de los posibles conflictos 
de interés que se puedan presentar frente al trámite del 
presente proyecto de ley, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 291 de la Ley 5ª de 1992 modificado por la ley 
2003 de 2019, no exime al Congresista de identificar 
causales adicionales.

Teniendo en cuenta lo anteriormente expuesto se 
considera que en la discusión y votación de este Proyecto 
de ley no se generaría ninguna situación de conflicto de 
interés para los Congresistas, al tratarse de una materia 
de alcance general que no implica un beneficio particular, 
actual y directo. No obstante, se reconoce que los 
conflictos de interés son personales y es facultad de cada 
honorable Representante evaluarlos.

6.	 IMPACTO FISCAL

Dada la importancia de este Proyecto de ley, 
solicitamos se incorpore un concepto de presupuesto 
emitido por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
toda vez que esto generaría un impacto macroeconómico 
y fiscal para el Estado. 

El aval fue solicitado por la honorable Representante 
y autora del Proyecto de ley Katherine Miranda Peña, el 

3	  	 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Ad-
ministrativo. Sala Especial de Decisión 16. Expediente 
11001-03-15-000-2016-02279-00(PI). Providencia del 
6 de junio de 2017. M.P. Dr. Jaime Orlando Santofimio 
Gamboa.

día 28 de noviembre de 2022 a la cartera del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público.

7.	 PROPOSICIÓN

Con fundamento en las anteriores consideraciones, de 
manera respetuosa solicito a la plenaria de la Cámara de 
Representantes, dar segundo debate y aprobar el Proyecto 
de ley número 250 de 2022 Cámara, “por medio del 
cual se toman medidas para garantizar la igualdad en 
la asignación de retiro y el régimen prestacional en 
la policía nacional; y se dictan otras disposiciones”, 
conforme al texto que se anexa.

De los honorables Congresistas,

8.	 TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO 
DEBATE PROYECTO DE LEY NÚMERO 250 DE 

2022 CÁMARA
por medio del cual se toman medidas para garantizar 

la equidad en la asignación de retiro y el régimen 
prestacional en la policía nacional; y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente Ley tiene como 

finalidad establecer medidas que permitan garantizar 
la equidad en las partidas computables de asignación 
de retiro y el régimen prestacional determinados por el 
Gobierno Nacional, a favor de todos los niveles de la 
Policía Nacional.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 
2179 de 2021, el cual quedará así:

Artículo 2°. Régimen Especial. En el marco del 
mandato constitucional, entiéndase como el conjunto de 
normas de contenido legal y reglamentario que buscan 
salvaguardar las condiciones especiales en materia 
de carrera, salarial, prestacional, de salud, pensional, 
de asignación de retiro y disciplinaria, propias de 
los integrantes de la Fuerza Pública, aplicables a los 
uniformados en servicio activo de la Policía Nacional.

Parágrafo primero: Los miembros del nivel 
ejecutivo y patrulleros de policía tendrán equidad en el 
régimen prestacional en cuanto a las primas, subsidios 
y bonificaciones que se hayan reconocido o creado al 
nivel de oficiales de la Policía Nacional. La base del pago 
prestacional será calculada de acuerdo con su asignación 
salarial.

Parágrafo Segundo: Los miembros del nivel 
ejecutivo y patrulleros de policía tendrán equidad en las 
partidas computables para la asignación de retiro que le 
sean reconocidas o creadas al nivel de Oficiales.

Artículo 3°. Reglamentación. El Gobierno nacional, 
dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en 
vigencia de la presente ley deberá reglamentar la materia, 
en ella deberá unificar el régimen prestacional y partidas 
de retiro computable de todos los niveles de la Policía 
Nacional.

Artículo 4°. El Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público realizará las apropiaciones correspondientes 
para dar cumplimiento a lo expuesto en la presente ley, de 
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acuerdo con las disponibilidades presupuestales incluidas 
en el Marco de Gasto de Mediano Plazo y en el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo.

Artículo 5°. Vigencia. La presente ley rige a partir de 
su promulgación y deroga todas las disposiciones que le 
sean contrarias.

COMISIÓN SEGUNDA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE
SUSTANCIACIÓN

PROYECTO DE LEY NÚMERO 250 DE 2022 
CÁMARA

En sesión de la Comisión Segunda de la honorable 
Cámara de Representantes del día 6 de diciembre de 2022 
y según consta en el Acta número 16, se le dio primer 
debate y se aprobó en votación ordinaria de acuerdo al 
artículo 129 de la Ley 5ª de 1992 (Ley 1431 de 2011), El 
Proyecto de ley número 250 de 2022, Cámara, “por medio 
del cual se toman medidas para garantizar la igualdad 
en la asignación de retiro y el régimen prestacional en la 
policía nacional; y se dictan otras disposiciones”, sesión 
a la cual asistieron 18 honorables Representantes, en los 
siguientes términos:

Leída la proposición modificatoria de la proposición 
con que termina el informe de ponencia, en la cual se 
cambió “... Segundo debate... “por” ...Primer debate ... 
“presentada por los ponentes, se sometió a consideración 
y se aprobó por unanimidad en votación ordinaria.

Sometido a consideración, el articulado del proyecto, 
publicado en la Gaceta del Congreso número 1566 de 
22, fue aprobado por unanimidad en votación ordinaria.

Sometidos a consideración, discusión y votación el 
título del Proyecto de ley y el deseo que tiene la Comisión 
que este proyecto de ley pase a segundo debate y sea 
Ley de la República de conformidad con el artículo 130 
inciso final de la Ley 5ª de 1992, se aprobó en votación 
ordinaria, por unanimidad.

La Mesa Directiva designó para rendir informe 
de ponencia en primer debate a los honorables 
Representantes: Juana Carolina Londoño Jaramillo, 
Ponente Coordinador, honorable Representante 
Álvaro Mauricio Londoño Lugo, Ponente, honorable 
Representante Mary Anne Perdomo Gutiérrez, Ponentes, 
Andrés David Calle Aguas, ponente.

La Mesa Directiva designó debate a los honorables 
representantes: Juana Carolina Londoño Jaramillo, 
Ponente Coordinador, honorable Representante 
Álvaro Mauricio Londoño Lugo, Ponente, honorable 
Representante Mary Anne Perdomo Gutiérrez, Ponentes, 
Andrés David Calle Aguas, ponente, para rendir informe 
de ponencia para segundo debate, dentro del término 
reglamentario.

El Proyecto de ley fue radicado en la Comisión 
Segunda de la Cámara de Representantes el día 16 de 
noviembre de 2022.

El anuncio de este Proyecto de ley en cumplimiento 
del artículo 8° del Acto Legislativo número 1 de 2003 

para su discusión y votación se hizo en sesión en la sesión 
de la Comisión Segunda de la Cámara de Representantes, 
el día 5 de diciembre de 2022, Acta 15. 

Publicaciones Reglamentarias:
Texto Proyecto de ley Gaceta del Congreso número 

1393 de 2022.
Ponencia 1 ° Debate Cámara Gaceta del Congreso 

número 1566 de 2022.

C O M I S I Ó N  S E G U N D A  C O N S T I T U -
C I O N A L  P E R M A N E N T E

Bogotá, D. C., marzo 31 de 2023
Autorizamos el informe de Ponencia para Segundo 

Debate, correspondiente Proyecto de ley número 250 de 
2022 Cámara, “por medio del cual se toman medidas 
para garantizar la igualdad en la asignación de retiro 
y el régimen prestacional de la Policía Nacional y se 
dictan otras disposiciones”.

El proyecto de ley fue aprobado en la Comisión 
Segunda de la Cámara de Representantes el día 6 de 
diciembre de 2022, Acta 16.

El anuncio de este proyecto de ley en cumplimiento 
del artículo 8° del Acto Legislativo número 1 de 2003 
para su discusión y votación se hizo en la sesión de la 
Comisión Segunda de la Cámara de Representantes, el 
día 5 de diciembre de 2022, Acta 15.

Publicaciones reglamentarias:
Texto Proyecto de ley Gaceta del Congreso número 

1393 de 2022
Ponencia 1° Debate Cámara Gaceta del Congreso 

1566 de 2022
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COMISIÓN SEGUNDA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE

TEXTO DEFINITIVO APROBADO 
EN PRIMER DEBATE, EN SESIÓN DEL 

DÍA 6 DE DICIEMBRE DE 2022, ACTA 16, 
CORRESPONDIENTE AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 250 DE 2022 CÁMARA 
por medio del cual se toman medidas para 

garantizar la igualdad en la asignación de retiro y el 
régimen prestacional en la Policía Nacional y se dictan 

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1 º. Objeto. La presente Ley tiene como 

finalidad establecer medidas que permitan garantizar 
la igualdad en las partidas computables de asignación 
de retiro y el régimen prestacional determinados por el 
Gobierno Nacional, a favor de todos los niveles de la 
Policía Nacional.

Artículo 2º. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 
2179 de 2021, el cual quedará así:

Artículo 2°. Régimen Especial. En el marco del 
mandato constitucional, entiéndase como el conjunto de 
normas de contenido legal y reglamentario que buscan 
salvaguardar las condiciones especiales en materia 
de carrera, salarial, prestacional, de salud, pensional, 
de asignación de retiro y disciplinaria, propias de 
los integrantes de la Fuerza Pública, aplicables a los 
uniformados en servicio activo de la Policía Nacional.

Parágrafo primero. Los miembros del nivel ejecutivo 
y patrulleros de Policía tendrán derecho a la igualdad en 
el régimen prestacional que se haya asignado al nivel 
de oficiales de la Policía Nacional. La base del pago 
prestacional será calculada de acuerdo con su asignación 
salarial.

Parágrafo segundo. Los miembros del nivel ejecutivo 
y patrulleros de Policía tendrán derecho a las partidas 
computables que le sean asignadas o creadas para el 

nivel de oficiales. No habrá distinción de estas partidas 
computables de retiro en ningún nivel de la Policía 
Nacional.

Artículo 3º. Reglamentación. El Gobierno nacional, 
dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en 
vigencia de la presente ley deberá reglamentar la materia, 
en ella deberá unificar el régimen prestacional y partidas 
de retiro computable de todos los niveles de la Policía 
Nacional.

Artículo 4º. Vigencia. La presente ley rige a partir de 
su promulgación y deroga todas las disposiciones que le 
sean contrarias.

En sesión del día 6 de diciembre de 2022, fue aprobado 
en primer debate el Proyecto de ley número 250 de 2022 
Cámara, por medio del cual se toman medidas para 
garantizar la igualdad en la asignación de retiro y el 
régimen prestacional en la Policía Nacional y se dictan 
otras disposiciones, el cual fue anunciado en la sesión de 
la Comisión Segunda de la Cámara de Representantes, el 
día 5 de diciembre de 2022, Acta 15, de conformidad con 
el artículo 8 del Acto Legislativo 01 de 2003.

* * *

A C T U A L I Z A C I O N E S

ACTUALIZACIÓN REGISTRO DE 
INTERÉS

(Honorable Representante Ángela María Vergara 
González)

Bogotá, D. C., marzo de 2023
Doctor
JAIME LUIS LACOUTURE PEÑALOZA
Secretaria
Cámara de Representantes
ASUNTO: Novedad en formato de conflicto de 

intereses
Respetado,
Por medio de la presente me permito radicar el 

formato de conflicto de intereses con novedad, tal como 

lo dispone la Ley 2003 de 2019, por la cual se modifica 
parcialmente la Ley 5ª de 1992 en sus artículos 286 y 287 
“Régimen de conflicto de interés de los Congresistas”.

Atentamente, 
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* * *
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ACTUALIZACIÓN REGISTRO DE INTERÉS
(Honorable Representante Diego Patiño Amariles)

Bogotá, 22 de marzo de 2023
Doctor:
JAIME LUIS LACOUTURE
Secretario General
Cámara de Representantes
Ciudad
Ref.: Novedad en formato de conflicto de intereses.
Reciba un cordial saludo:
Por medio de la presente me permito radicar el 

formato de conflicto de intereses con novedad, tal como 
lo dispone la Ley 2003 de 2019, por la cual se modifica 
parcialmente la Ley 5ª de 1992 en sus artículos 286 y 287, 
“Régimen de conflicto de interés de los Congresistas”.

De lo anterior, la novedad que se reporta, corresponde 
a eliminar un conflicto de interés, el cual se refiere a 
la participación como socio en la sociedad comercial, 
CENTRO EXIM SAS.

Agradeciendo su atención,
Cordialmente
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